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                                                   Concepto No. 5697

Bogotá, D.C., 19 de diciembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.: Revisión constitucional del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado - 267 de 2013 Cámara, “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”.
Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO.              

               Expediente PE - 040.
       Concepto 5697
El Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, concordantes con los artículos 39 a 41 del Decreto 2067 de 1991, tomando como referencia el texto del Proyecto de ley estatutaria que obra dentro del presente proceso. 
1. Preliminares 

Para cumplir con lo previsto en el artículo 153 Superior, el Presidente del Congreso de la República remitió a la Corte Constitucional, el 10 de julio de 2013, copia auténtica del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”.

Por medio de Auto del 26 de julio de 2013, la Corte avocó el conocimiento del proceso y ordenó la práctica de algunas pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del proceso de formación del proyecto de ley estatutaria referido.
2. Análisis formal

El proceso de formación de las leyes estatutarias está previsto en el artículo 153 Superior, en concordancia con los artículos 133, 145, 146, 154, 157, 158, 160, 161, 162, 163, 164 y 165 ibídem. Al revisar el proceso de formación del proyecto de ley estatutaria sub examine, que fue tramitado bajo el número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, se constata que:
El proyecto de ley estatutaria fue radicado por el Gobierno Nacional a través del Ministro de Salud y un grupo de parlamentarios, en el Senado de la República el 19 de marzo de 2013. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, aparece publicado en la Gaceta del Congreso 116 de 2013. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154), y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate conjunto en las Comisiones Primeras del Senado de la República y Cámara de Representantes aparece publicada en las Gacetas del Congreso 300, 303, 305 y 306 de 2013, en cumplimiento del mensaje de urgencia del Gobierno Nacional radicado el 3 de abril de 2013 en el Congreso de la República y la Resolución número 190 del 8 de abril de 2013 expedida por la mesa directiva del Senado de la República, y su homóloga 935 de la misma fecha expedida por la mesa directiva de la Cámara de Representantes, tal como consta directamente en el expediente sustanciado dentro del presente proceso.
El proyecto se anunció en la sesión del 29 de mayo de 2013 para ser discutido y aprobado en la siguiente sesión, tal como consta en el Acta 2 de sesiones conjuntas  de las Comisiones Primeras del Senado de la República y de la Cámara de Representantes y aparece publicado en la Gaceta del Congreso 622 de 2013; y vuelto a anunciar en la sesión del 4 de junio de 2013, para ser discutido y aprobado en la siguiente sesión conjunta, según consta en el Acta 3 de sesiones conjuntas  de las Comisiones Primeras del Senado de la República y de la Cámara de Representantes y aparece publicado en la Gaceta del Congreso 623 de 2013. El proyecto fue aprobado con la mayoría requerida en la sesión del 5 de junio de 2013, con 14 votos a favor y ninguno en contra por parte de la Comisión Primera del Senado de la República y 30 votos a favor y ninguno en contra por parte de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, según consta en el Acta 4 de sesiones conjuntas de esas comisiones que aparece en la Gaceta del Congreso 614 de 2013, teniendo en cuenta que la Comisión Primera del Senado de la República está compuesta por 19 miembros y su homóloga de la Cámara de Representantes por 35.
La ponencia favorable para segundo debate en la Plenaria del Senado de la República fue publicada en la Gaceta del Congreso 408 de 2013. El proyecto se anunció el 17 de junio de 2013 para ser discutido y aprobado en la siguiente sesión, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria 67 de esa fecha publicada en la Gaceta del Congreso 691 de 2013. El proyecto fue aprobado en la sesión del 18 de junio de 2013, con 55 votos a favor y 5 en contra, tal como consta en el acta de plenaria número 68 de esa fecha publicada en la Gaceta del Congreso 701 de 2013, lo cual resulta conforme con el quorum constitucional requerido debido a que el Senado de la República está compuesto por 102 parlamentarios.
En relación con una presunta violación del trámite legislativo porque en el segundo debate en el Senado de la República se cambió el orden de la discusión, al haberse presentado una proposición sustitutiva consistente en empezar la discusión sobre lo aprobado en primer debate conjunto en las Comisiones Primeras de Senado y Cámara y no con la ponencia rendida para segundo debate, se tiene que la misma no tiene asidero constitucional debido a que lo que se exige en materia de trámite legislativo es que se rinda la ponencia, se publique la misma previamente, se anuncie en sesión anterior la votación del respectivo proyecto de ley y se presente la respectiva ponencia a consideración de la correspondiente cámara o comisión constitucional permanente, pero no es obligatoria la votación de ese informe de ponencia. Al respecto caben las proposiciones sustitutivas, las cuales, por obligación, deben votarse previamente a la proposición que se quiere sustituir, porque actuar de manera contraria resultaría ilógico e iría en contra del principio de economía procesal al llegarse al absurdo de que se apruebe la proposición principal y, acto seguido, se apruebe la sustitutiva; o peor aún, no se aprueba primero la proposición principal y, por tanto, no procede la discusión y aprobación de la proposición sustitutiva porque, simple y llanamente, no se puede sustituir lo que no existe. 
El ordinal segundo del artículo 114 de la Ley 5 de 1992 lo define con claridad meridiana en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 114. CLASIFICACIÓN DE LAS PROPOSICIONES. Las proposiciones se clasifican, para su trámite, en: 

1. Proposición principal. Es la moción o iniciativa que se presenta por primera vez a la consideración y decisión de una Comisión o de una de las Cámaras. 

2. Proposición sustitutiva. Es la que tiende a reemplazar a la principal, y se discute y decide primero en lugar de la que se pretende sustituir. Aprobada la sustitutiva, desaparece la principal”.

En el presente caso, de haberse obrado presentando a consideración primero el informe de ponencia rendido para segundo debate, lo que hubiese ocurrido es que se hubiera “hundido” el Proyecto de ley 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, porque la mayoría parlamentaria no estaba de acuerdo con ese informe como se vio al aprobar la proposición sustitutiva que intenta ser atacada dentro de este proceso de control judicial automático de constitucionalidad por un ciudadano que a su vez es miembro del Senado de la República, ya que resultaba imposible después de haberse negado tal proposición presentarle una proposición sustitutiva, lo cual resulta contrario al principio democrático en materia de representación parlamentaria. 
Todo lo contrario a lo que trata de indicar el ciudadano interviniente dentro del presente proceso y que a su vez es senador de la República, el proyecto de ley estatutaria que se revisa ahora judicialmente fue objeto del procedimiento que correspondía, ya que se rindió la ponencia pertinente para segundo debate en la plenaria del Senado de la República, se publicó y se anunció previamente su votación y se presentó la misma a consideración de la plenaria de dicha cámara legislativa, como consta en el Acta 68 de la sesión ordinaria del 18 de junio de 2013 publicada en la Gaceta del Congreso número 701 de 2013, en los siguientes términos:
“Lectura de ponencias y consideración de proyectos en Segundo Debate

1. Proyecto de ley Estatutaria número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones.

Ponentes para segundo debate: honorables Senadores Karime Mota y Morad (Coordinadora), Luis Carlos Avellaneda Tarazona, Luis Fernando Velasco Chaves, Jorge Eduardo Londoño Ulloa, Hemel Hurtado Ángulo y Juan Manuel Corzo Román. 

Publicaciones Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del Congreso número 116 de 2013.

Ponencia para Primer Debate publicada en la Gaceta del Congreso número 300, 303 de 2013.

Ponencia para segundo debate publicada en la Gaceta del Congreso número 408 de 2013.

Autores: señor Ministro de Salud, doctor Alejandro Gaviria Uribe; honorables Senadores Roy Leonardo Barreras Montealegre, Jorge Eliécer Ballesteros Bernier, Jorge Eduardo Géchem Turbay, Aurelio Iragorri Hormaza, Karime Mota y Morad; honorables Representantes a la Cámara Gustavo Puentes, Hugo Posada, Rafael Romero y otros.

(…)

La Presidencia indica a la Secretaría continuar con el siguiente proyecto del Orden del Día.

Proyecto de Ley Estatutaria número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”.

La ponencia favorable para segundo debate en la Plenaria de la Cámara de Representantes fue publicada en la Gaceta del Congreso 406 de 2013. El proyecto se anunció el 18 de junio para ser discutido y aprobado en la siguiente sesión, según consta en el Acta de la sesión plenaria de la Cámara de Representantes número 215 publicada en la Gaceta del Congreso 751 de 2013. El proyecto fue aprobado con la mayoría requerida en la sesión del 19 de junio de 2013, con 121 votos a favor y 8 en contra teniendo en cuenta que actualmente la Cámara de Representantes está compuesta por 163 miembros, como consta en el Acta de Plenaria 216 publicada en la Gaceta del Congreso 757 de 2013.

En relación con el trámite y aprobación en sesiones plenarias de Senado de la República y Cámara de Representantes del proyecto de ley objeto de revisión, la Contraloría General de la República indica que fueron presentadas 87 proposiciones que no fueron discutidas; al respecto no resulta claro si dentro de los debates correspondientes hubo insistencia expresa para tramitar dichas proposiciones o si las mismas fueron subsumidas temáticamente por otras proposiciones. 

Dado que hubo discrepancias entre los textos aprobados en las cámaras, se conformó una comisión de conciliación, cuyo informe del texto conciliado aparece publicado en las Gacetas del Congreso 446 y 447, ambas con fecha 19 de junio de 2013.

En relación con la conformación de la comisión accidental de conciliación del proyecto de ley estatutaria que se revisa judicialmente la Contraloría General de la República indica que se violó lo establecido en el artículo 187 de la Ley 5ª de 1992, porque en la conformación de la misma no se incluyeron a todos los parlamentarios miembros de las comisiones permanentes que participaron en la discusión de los proyectos, su autores, ponentes y quienes hubieran formulado reparos, observaciones o propuestas en las plenarias. Frente a lo ordenado por la Constitución Política eso resulta absurdo y contrario al principio de economía procesal legislativa porque, de ser así, tendrían que conformarse tales comisiones accidentales con todos los miembros de las cámaras legislativas, lo cual es totalmente contrario al querer del Constituyente sobre el asunto que es conciliar, y eso se hace con pocos y no con muchos. 
Al respecto, lo que exige el artículo 161 de la Carta Política es que cada una de las comisiones de conciliación debe estar integrada por el mismo número de senadores y de representantes, lo cual ocurrió en el presente caso al haber sido conformada cada una de las mismas por tres parlamentarios.

En relación con el trámite de anuncio en el Senado de la República del informe de conciliación para ser votado en sesión posterior, el Secretario General del Senado de la República certificó en la sustanciación del informe de comisión de mediación con fecha 21 de junio de 2013 -la cual obra dentro del presente proceso de control judicial automático de constitucionalidad-, que el informe de conciliación fue anunciado en la sesión plenaria de fecha 19 de junio de 2013, según manifiesta que consta al respecto en el acta 69, lo cual expresa en los siguientes términos:
“SECRETARIA GENERAL

SUSTANCIACIÓN INFORME DE COMISIÓN DE MEDIACIÓN

Bogotá D. C., 21 de junio de 2013

En sesión Plenaria del H. Senado de la República del día jueves veinte (20) de Junio del año dos mil trece (2013), fue considerado y aprobado, el Informe de la Comisión de Mediación, integrada por los Honorables Senadores LUIS FERNANDO VELASCO, ARMANDO BENEDETTI y JUAN MANUEL CORZO, al Proyecto de Ley No.209 DE 2013 SENADO – PLN.267 DE 2013 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.

El resultado de las votaciones presentadas para la aprobación de éste Informe son las registradas en el Acta No. 70 de fecha 20 de Junio de 2013, atendiendo lo dispuesto en el artículo 5º del Acto Legislativo 01 de 2009, que establece “(…) El voto de sus miembros será nominal y público, excepto en los casos que determine la Ley (…)”, desarrollado por la Ley 1431 de 2011.

La presente sustanciación se hace con base en el registro hecho por la Secretaría General de esta Corporación, en la misma sesión Plenaria y con el quórum constitucional requerido.

La constancia de consideración y aprobación de este Informe, se encuentra señalado (sic.) en el Acta No. 70 de fecha 20 de Junio de 2013, previo anuncio en sesión Plenaria de fecha 19 de Junio de 2013, Acta No.69

GREGORIO ELJACH PACHECO (hay firma)

Secretario General”.
Para responder al Oficio de la Corte Constitucional OPC-129/13 que le fuera remitido para que cumpliera lo ordenado dentro del Auto del 26 de julio expedido por el Magistrado Sustanciador del presente proceso, el Secretario General, mediante oficio S. G. 0912 radicado en la Corte Constitucional el 16 de agosto de 2013, certificó:
“4. El anuncio para aprobar el Informe de la Comisión Accidental de Conciliación del Proyecto de ley No. 209 de 2013, Senado; se realizó en la sesión plenaria del día 19 de junio de 2013, como consta en el acta No. 69, de la fecha. Adjunto transcripción mecánica de la sección de Grabación del Senado (Págs. 1, 127, 128 y 129). Una vez haya sido publicada en la Gaceta del Congreso, estaremos remitiendo su publicación en la Gaceta del Congreso (Anexo 4)

(…)

EL SUSCRITO SECRETARIO GENERAL DEL SENADO DE LA REPÚBLICA

CERTIFICA:

(…)

e) El anuncio para aprobar el Informe de la Comisión Accidental de Conciliación del Proyecto de ley No. 209 de 2013, Senado; se realizó en la sesión plenaria del día 19 de junio de 2013, como consta en el acta No. 69, de la fecha.”.
(…)

SESION PLENARIA ORDINARIA DEL DIA 19 DE JUNIO – 2013

DOCTOR ROY LEONARDO BARRERAS

PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA

VERSIÓN GRABACION
PRESIDENTE”.

Señor Secretario, doctor Saúl Cruz, es que son las 2 y 51 y en algún inciso del reglamento señala que la primera hora? Por eso, pero lo que toca en la primera hora, qué es? Abrir el registro? No importa que no se conforme el quórum deliberatorio de la primera hora? Está Seguro? Bajo la Gravedad del Juramento? Ah bueno.
Señor Secretario, sírvase informarnos si tenemos quórum deliberatorio.
SECRETARIO

Señor Presidente, orden del día para la sesión plenario de hoy miércoles 19 de junio de 2013.

1. Llamado a lista

2. Anuncio de Proyectos

3. Objeciones señor Presidente con informe de comisión.

4. Votación de proyectos de Ley o de acto legislativo con informe de conciliación.

5. Lectura de ponencias y consideración de proyectos en segundo debate.

6. Citaciones a diferentes debates, elección de la comisión legal de seguimiento actividades de inteligencia y contrainteligencia.

7. Lo que propongan los Honorables Senadores.
8. Negocios sustanciados por la Presidencia. 

PRESIDENTE
Está leído el orden del día?

SECRETARIO

Leído el orden del día, señor Presidente, exactamente.

PRESIDENTE
Senador Andrade. Le quiero informar a los compañeros y compañeras Senadoras que habida cuenta de que hoy no puede terminarse la votación de las conciliaciones como había previsto esta Mesa Directiva, si la Cámara hubiese votado ya la reforma a la salud, apenas lo va a hacer el día de hoy, tendremos

(Página 1 de la transcripción mecánica que envió el Secretario General del Senado de la República para que obrara dentro del presente proceso de control judicial automático de constitucionalidad).

(…)
SECRETARIO
El título del proyecto es “Por medio de la cual se establecen medidas de observancia a los derechos de propiedad industrial”. Está leído el título, señor Presidente.
PRESIDENTE

Leído el título. Pregunto a la Plenaria si aprueba el título y si quiere que haga tránsito legislativo; abro la discusión, anuncio que va a cerrarse, queda cerrada. ¿Aprueba la Plenaria?

SECRETARIO

Sí lo aprueba y sí quiere que haga tránsito Presidente.

PRESIDENTE

Señor Secretario, sírvase anunciar proyectos y conciliaciones para mañana a las 8.00 de la mañana habrá Plenaria, aún no se ha levantado la sesión, vamos a anunciar también el ascenso de los oficiales. Sírvase nunciar (sic.) para avanzar en el tiempo.

SECRETARIO

Anuncios para la Sesión Plenaria del día 20 de junio de los proyectos para discutir y votar en la Sesión Plenaria del Honorable Senado de la República.
Con información de conciliación:
Proyecto de Ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13 (sic.) con ponencia para segundo debate:
Proyecto de Ley No. 17/12 Senado: Por la cual se establece en Colombia la figura del Defensor de las Víctimas de la Movilidad y se definen los mecanismos de participación de los usuarios del transporte público en Colombia.
Proyecto de Acto Legislativo No. 19/13 Senado: Por la cual se establece la segunda vuelta para la elección de Alcaldes en las capitales departamentales (sic.) y en (sic.) Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones.
Proyecto de Ley 086/12 Senado: Por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la comisión legal para la protección de los derechos de la población afrocolombiana del Congreso de la República (sic) y se dictan otras disposiciones.
Proyecto de Ley 246/13 Senado – 183/13 (sic.) Cámara: Por medio de la  cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 100 años de la fundación del municipio de Bello en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposiciones.
Proyecto de Ley 250/13 Senado – 301/13 Cámara: Por medio del (sic.) cual se aprueba el acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América para el intercambio de información tributaria, suscrito en Bogotá, Distrito Capital el 30 de marzo de 2001.
Proyecto de Ley 251/12 Senado – 064/11 Cámara: Por medio del (sic) cual se crea el Documento de Voluntad Anticipada que busca mantener la dignidad humana en pacientes que se encuentren en enfermedad de (sic.) fase terminal.
Proyecto de Ley 259/13 Senado: Por la cual se definen reglas para la protección de los usuarios en la comercialización de dispositivos móviles inteligentes, se prohíben las cláusulas de permanencia mínima y las ventas atadas de terminales y servicio (sic.) de comunicaciones, y se dictan otras disposiciones.
(Páginas 127 y 128 de la transcripción mecánica que envió el Secretario General del Senado de la República para que obrara dentro del presente proceso de control judicial automático de constitucionalidad).
(…)
Con informe de conciliación (sic.), Con informe de conciliación Proyecto de Ley No.40 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, Por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones (sic.).
Proyecto de Ley 168 de 2012 Senado, 36 de 2012 Cámara, Por medio de la cual se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de mercurio en las diferentes actividades industriales del país y se fijan requisitos e incentivos para su reducción y eliminación y se dictan otras disposiciones.
Proyecto de Ley No. 179 de 2012 Senado, 105 de 2011 Cámara, Por la cual se autoriza la emisión de la estampilla pro universidad del pacífico Omar Barona Murillo y se dictan otras disposiciones (sic.).
Proyecto de Ley No. 207 de 2012 Senado, 063 de 2012 Cámara, Por la cual se reforma parcialmente la Ley 115 de 1994 (sic.).

Proyecto de Ley No. 46 de 2011 Senado, 226 de 2012 Cámara, Por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familiar (sic.) a (sic.) pobres al (sic.) país, con fines sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.
Proyecto de Ley número 48 de 2011 Senado, 262 de 2012 Cámara por medio de la cual se reglamentan las actividades de comercialización en red o mercadeo multinivel en Colombia.
Proyecto de Ley número 185 de 2012 Senado, 125 de 2011 Cámara por medio de la cual se reglamentan los artículos 63, 70 y 72 de la Constitución política de Colombia en lo relativo al patrimonio cultural umergido (sic.).
Proyecto de Ley número 209/2013 Senado, 267 /2013 cámara por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones.

Están hechos los anuncios, señor Presidente, de acuerdo con la información suministrada por la Oficina de Leyes y las dependencias correspondientes del área legislativa.
Salud fue el último anunciado, Proyecto de Ley número 209/ 2013 Senado, 267/2013 Cámara por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones Gaceta 447 de 2013 (sic.).
PRESIDENTE

Está anunciado el proyecto que expuso aquí el Senador Eugenio Prieto, de telefonía celular? Sí están anunciados todos, también el proyecto del Senador Correa, todos.

Muy bien, (sic.) anunciados los proyectos, muchas gracias a la Mesa Directiva, a los señores Secretarios, a las asistentes por su largo trabajo el día de hoy, más de trece horas continúas de sesión.

_evantamos (sic.) la sesión y la citamos para mañana a las 8:00 de la mañana, esperamos terminar pronto; 8 de la mañana, reitero que no habrá Congreso Pleno, se votarán las conciliaciones, 8:00 de la mañana aquí, Plenaria del Senado. Muchas gracias.
SECRETARIO

Así será señor Presidente, está citado el Senado de la República, para mañana a las 8:00 de la mañana, mañana 20 de julio (sic.)

PRESIDENTE

Muchas gracias y que descansen los que puedan.

Que la paz sea con todos.
(Páginas 128 y 129 de la transcripción mecánica que envió el Secretario General del Senado de la República para que obrara dentro del presente proceso de control judicial automático de constitucionalidad).”.
Sin embargo y de acuerdo con lo establecido en el inciso final del artículo 160 de la Constitución Política, en la forma adicionada por el artículo 8 del Acto Legislativo 01 de 2003, revisando el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República número 69 que fuera publicada en la Gaceta del Congreso 702 de 2013, se observa que el Proyecto de ley 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, no fue objeto de anuncio para ser votado en la próxima o siguiente sesión o en otra sesión con fecha específica y concreta, tal como se observa así:
“El Presidente de la Corporación, honorable Senador Roy Leonardo Barreras Montealegre, manifiesta lo siguiente:

Senador Andrade. Le quiero informar a los compañeros y compañeras Senadoras que habida cuenta de que hoy no puede terminarse la votación de las conciliaciones como había previsto esta Mesa Directiva, si la Cámara hubiese votado ya la reforma a la salud, apenas lo va a hacer el día de hoy, tendremos conciliaciones mañana y por tanto no habrá el Congreso Pleno que habíamos previsto; tal Congreso Pleno quedará entonces para después del 20 de julio, para cumplir con el deber de la elección del Magistrado del Consejo Nacional Electoral, porque tendremos sesión a las 8 de la mañana para votar las conciliaciones y lo que sea menester, más los ascensos de los militares (Gaceta del Congreso 702 de 2013, páginas 8, 9).

(…)
Se abre Segundo Debate

Por solicitud del honorable Senador Martín Emilio Morales Diz (sic.), la Presidencia pregunta a la Plenaria si acepta la omisión de la lectura del articulado y, cerrada su discusión, esta responde afirmativamente.

La Presidencia somete a consideración de la Plenaria el articulado del proyecto, y cerrada su discusión pregunta: ¿Adopta la Plenaria el articulado propuesto? y esta responde afirmativamente.

La Presidencia indica a la Secretaría dar lectura al título del proyecto.

Por Secretaría se da lectura al título del Proyecto de ley número 225 de 2013 Senado, 299 de 2013 Cámara, por medio de la cual se establecen medidas de observancia a los derechos de propiedad industrial.

Leído este, la Presidencia lo somete a consideración de la Plenaria, y cerrada su discusión pregunta: ¿Aprueban los miembros de la Corporación el título leído? Y estos le imparten su aprobación.

Cumplidos los trámites constitucionales, legales y reglamentarios, la Presidencia pregunta: ¿Quieren los Senadores presentes que el proyecto de ley aprobado sea Ley de la República? Y estos responden afirmativamente.

II
Anuncio de proyectos

Por instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión.

Anuncios para la Sesión Plenaria del día 20 de junio de los proyectos para discutir y votar en la Sesión Plenaria del honorable Senado de la República.

Con información de conciliación:

¿ Proyecto de ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones - Ley de Bilingüismo.

Con ponencia para segundo debate:

¿ Proyecto de ley número 17 de 2012 Senado, por la cual se establece en Colombia la figura del Defensor de las Víctimas de la Movilidad y se definen los mecanismos de participación de los usuarios del transporte público en Colombia.

¿ Proyecto de Acto Legislativo número 19 de 2013 Senado, por el cual se establece la segunda vuelta para la elección de Alcaldes en las capitales de departamento y en el Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones.

¿ Proyecto de ley número 09 de 2011 Senado, por la cual se establece la Constitución de una póliza, para garantizar la calidad y estabilidad de la vivienda nueva.

¿ Proyecto de ley número 016 de 2011 Senado, por medio de la cual se establecen los requisitos previos para limitar el tránsito vehicular en los entes territoriales del país.

¿ Proyecto de ley número 99 de 2011 Senado, por la cual se regula la prima de vacaciones creada por el Decreto número 1381 de 1997.

¿ Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado, por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero.

¿ Proyecto de ley número 64 de 2012 Senado, por medio de la cual se dictan medidas para garantizar la seguridad alimentaria mediante la protección y conservación nacional de la tierra.

¿ Proyecto de ley número 70 de 2012 Senado, por la cual se reglamenta las prácticas de la Eutanasia y la asistencia al suicidio en Colombia y se dictan otras disposiciones.

¿ Proyecto de ley número 81 de 2012 Senado, por la cual se dictan normas para regular las personas jurídicas y las Cooperativas de Trabajo asociado en sus relaciones contractuales y de trabajo y se dictan otras disposiciones.

¿ Proyecto de ley número 82 de 2012 Senado, por la cual se derogan las disposiciones que no lograron los efectos prácticos para la generación de empleo, la Ley 789 de 2002. 

¿ Proyecto de ley número 84 de 2011 Senado, por medio de la cual aclara la competencia de la jurisdicción ordinaria laboral en los conflictos de la Caja Nacional de Previsión, Instituto de Seguros Sociales. 

¿ Proyecto de ley número 86 de 2012 Senado, por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal para la Protección de los Derechos de la Población Afrocolombiana, Negra, Raizal y Palenquera del Congreso de la República de Colombia y se dictan otras disposiciones. 

¿ Proyecto de ley número 90 de 2012 Senado, por la cual se modifica el régimen de pensión de vejez por alto riesgo para los controladores de Tránsito Aéreo de la Aeronáutica Civil.

¿ Proyecto de ley número 103 de 2012 Senado, por la cual se incentiva la generación de empleo, modificando el artículo 11 de la Ley 1429 de 2010.

¿ Proyecto de ley número 128 de 2012 Senado, por medio de la cual se establecen lineamientos para el cambio de pénsum académico y cobros de matrículas en la educación superior.

¿ Proyecto de ley número 136 de 2012 Senado, por medio de la cual se modifican los decretos 1122 de 1986 y 1421 de 1993; la Ley 1551 de 2012, artículo 24 y se dictan otras disposiciones.

¿ Proyecto de ley número 170 de 2012 Senado, por medio de la cual se modifica la Ley 12 de 1984 y se dictan otras disposiciones.

¿ Proyecto de ley número 225 de 2012 Senado, por medio de la cual se adiciona el Decreto número 2737 de 1989 ¿ Código del Menor.

¿ Proyecto de ley número 226 de 2013 Senado, 300 de 2013 Cámara, por medio de la cual se modifica el parágrafo del artículo 4º de la Ley 680 de 2001, que modificó el artículo 33 de la Ley 182 de 1995. 

¿ Proyecto de ley número 246 de 2013 Senado, 183 de 2012 Cámara, por medio de la cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 100 años de la fundación del municipio de Bello en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposiciones.

¿ Proyecto de ley número 250 de 2013 Senado, 301 de 2013 Cámara, por medio de la cual se aprueba el ¿Acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América para el intercambio de información tributaria¿, suscrito en Bogotá D.C., el 30 de marzo de 2001.

¿ Proyecto de ley número 251 de 2012 Senado, 064 de 2011 Cámara, por medio de la cual se crea el documento de voluntad anticipada que busca mantener la dignidad humana en pacientes que se encuentren en enfermedad en fase terminal.

¿ Proyecto de ley número 259 de 2013 Senado, por la cual se definen reglas para la protección de los usuarios en la comercialización de dispositivos móviles inteligentes, se prohíben las cláusulas de permanencia mínima y las ventas atadas de terminales y servicios de comunicaciones, y se dictan otras disposiciones. 
Anuncios para los ascensos de militares y policías en segundo debate en el Senado de la República de Colombia. 
(Gaceta del Congreso 702 de 2013, páginas 141, 142)
(…)

Con informe de conciliación:

¿ Proyecto de ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones - Ley de Bilingüismo.

¿ Proyecto de ley número 168 de 2012 Senado, 036 de 2012 Cámara, por medio de la cual se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de mercurio en las diferentes actividades industriales del país y se fijan requisitos e incentivos para su reducción y eliminación y se dictan otras disposiciones.

Están hechos los anuncios, señor Presidente, de acuerdo con la información suministrada por la Oficina de Leyes y las dependencias correspondientes del área legislativa. 

La Presidencia manifiesta:

Está anunciado el proyecto que expuso aquí el Senador Eugenio Prieto, ¿de telefonía celular? Sí están anunciados todos, también el proyecto del Senador Correa, todos.

Anunciados los proyectos, muchas gracias a la Mesa Directiva, a los señores Secretarios, a las asistentes por su largo trabajo el día de hoy, más de trece horas continúas de sesión.

En el transcurso de la sesión, el honorable Senador Marco Aníbal Avirama Avirama radica por Secretaría la siguiente constancia:

Constancia

A lo largo de los últimos tres años, en condiciones muy difíciles, los pueblos y las organizaciones indígenas han venido trabajando en la construcción de una Política Pública de Salud para los Pueblos Indígenas, concebida como un sistema de salud intercultural, a partir de sus leyes de origen y derecho propio, buscando la articulación con las entidades de salud del Estado, y ser propositivos en vista de la reforma de la salud, que se proyectaba.

Mediante la Ley 1450 de 2011, el Gobierno nacional protocolizó la consulta previa del ¿Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014: Prosperidad para todos¿, con los pueblos indígenas. En lo referente al capítulo sobre Salud, los acuerdos con los pueblos indígenas ordenan:

1. La Política Pública de Salud con enfoque diferencial debe estar construida conjuntamente entre el Gobierno nacional y los Pueblos indígenas para un Buen vivir.

2. El Estado en sus tres niveles de organización, y en cabeza del Ministerio de la Protección Social, concertará con las autoridades y organizaciones indígenas la estructuración, desarrollo e implementación del Sispi (Sistema Indígena de Salud Propia e Intercultural) en todos los componentes concertados, para lo cual dispondrá de los recursos necesarios.

3. Crear formalmente y apoyar la gestión de la Subcomisión de Salud de la Mesa Permanente de Concertación con Pueblos y Organizaciones indígenas, como un escenario de construcción colectiva de las Políticas Públicas en Salud de los Pueblos Indígenas, dentro de los seis meses siguientes a partir de la aprobación del Plan Nacional de Desarrollo.

Año y medio después del plazo acordado, en la sesión de la Mesa Permanente de Concertación realizada el pasado 13 de junio, las autoridades y organizaciones indígenas representativas que integran este espacio, incluidos los Senadores Indígenas, acordaron con el Ministro de Salud, adicionar el Proyecto de Ley Estatutaria de Salud que se tramita en el Congreso, de manera que se empiecen a dar pasos de avance en el cumplimiento de los acuerdos mencionados que buscan construir e implementar, con el apoyo del Estado, un Sistema Intercultural de Salud Propia Indígena (Sispi) para garantizar las condiciones de armonía y buen vivir de los pueblos Indígenas como un derecho fundamental y que además permita recuperar y fortalecer la medicina tradicional.

Hacemos un llamado al Gobierno Nacional y al Congreso de la República para que incorporen y tramiten la proposición aditiva al Proyecto de Ley Estatutaria de Salud, acordada entre el Ministro de Salud, como representante del Gobierno Nacional, y los delegados indígenas en la Mesa Permanente de Concertación.

Junio 18 de 2013.

(hay dos firmas)
Siendo las 11:03 p. m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día jueves 20 de junio de 2013, a las 8:00 a. m.

(Gaceta del Congreso 702 de 2013, páginas 143, 144)”.
Al hacer las comparaciones de anuncios entre la transcripción mecánica que envió el Secretario General del Senado de la República para que obrara dentro del presente proceso de control judicial automático de constitucionalidad, y lo consignado en la Gaceta 702 de 2013 que contiene la publicación del acta 69 de la sesión plenaria ordinaria del 19 de junio de 2013 del Senado de la República, se observan las siguientes incongruencias en materia de anuncios previos de proyectos de ley o de acto legislativo, incluido lo referente al no anuncio de la votación de la conciliación del Proyecto de ley 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, así:
INCONGRUENCIAS DE ANUNCIOS PREVIOS ENTRE LA TRANSCRIPCIÓN ENVIADA POR EL SECRETARIO GENERAL Y LO CONSIGNADO EN LA GACETA DEL CONGRESO 702 DE 2013
	Transcripción Secretario General
	Gaceta del Congreso 702 de 2013

	Con información de conciliación:

Proyecto de Ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13 (sic.)
	Con información de conciliación:

¿ Proyecto de ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones - Ley de Bilingüismo.

	con ponencia para segundo debate:
Proyecto de Ley No. 17/12 Senado: Por la cual se establece en Colombia la figura del Defensor de las Víctimas de la Movilidad y se definen los mecanismos de participación de los usuarios del transporte público en Colombia.
	Con ponencia para segundo debate:

¿ Proyecto de ley número 17 de 2012 Senado, por la cual se establece en Colombia la figura del Defensor de las Víctimas de la Movilidad y se definen los mecanismos de participación de los usuarios del transporte público en Colombia.

	Proyecto de Acto Legislativo No. 19/13 Senado: Por la cual se establece la segunda vuelta para la elección de Alcaldes en las capitales departamentales (sic.) y en (sic.) Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de Acto Legislativo número 19 de 2013 Senado, por el cual se establece la segunda vuelta para la elección de Alcaldes en las capitales de departamento y en el Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones.

	
	¿ Proyecto de ley número 09 de 2011 Senado, por la cual se establece la Constitución de una póliza, para garantizar la calidad y estabilidad de la vivienda nueva.

	
	¿ Proyecto de ley número 016 de 2011 Senado, por medio de la cual se establecen los requisitos previos para limitar el tránsito vehicular en los entes territoriales del país.

	
	¿ Proyecto de ley número 99 de 2011 Senado, por la cual se regula la prima de vacaciones creada por el Decreto número 1381 de 1997.

	
	¿ Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado, por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero.

	
	¿ Proyecto de ley número 64 de 2012 Senado, por medio de la cual se dictan medidas para garantizar la seguridad alimentaria mediante la protección y conservación nacional de la tierra.

	
	¿ Proyecto de ley número 70 de 2012 Senado, por la cual se reglamenta las prácticas de la Eutanasia y la asistencia al suicidio en Colombia y se dictan otras disposiciones.

	
	¿ Proyecto de ley número 81 de 2012 Senado, por la cual se dictan normas para regular las personas jurídicas y las Cooperativas de Trabajo asociado en sus relaciones contractuales y de trabajo y se dictan otras disposiciones.

	
	¿ Proyecto de ley número 82 de 2012 Senado, por la cual se derogan las disposiciones que no lograron los efectos prácticos para la generación de empleo, la Ley 789 de 2002.

	
	¿ Proyecto de ley número 84 de 2011 Senado, por medio de la cual aclara la competencia de la jurisdicción ordinaria laboral en los conflictos de la Caja Nacional de Previsión, Instituto de Seguros Sociales.

	Proyecto de Ley 086/12 Senado: Por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la comisión legal para la protección de los derechos de la población afrocolombiana del Congreso de la República (sic) y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 86 de 2012 Senado, por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal para la Protección de los Derechos de la Población Afrocolombiana, Negra, Raizal y Palenquera del Congreso de la República de Colombia y se dictan otras disposiciones.

	
	¿ Proyecto de ley número 90 de 2012 Senado, por la cual se modifica el régimen de pensión de vejez por alto riesgo para los controladores de Tránsito Aéreo de la Aeronáutica Civil.

	
	¿ Proyecto de ley número 103 de 2012 Senado, por la cual se incentiva la generación de empleo, modificando el artículo 11 de la Ley 1429 de 2010.

	
	¿ Proyecto de ley número 128 de 2012 Senado, por medio de la cual se establecen lineamientos para el cambio de pénsum académico y cobros de matrículas en la educación superior.

	
	¿ Proyecto de ley número 136 de 2012 Senado, por medio de la cual se modifican los decretos 1122 de 1986 y 1421 de 1993; la Ley 1551 de 2012, artículo 24 y se dictan otras disposiciones.

	
	¿ Proyecto de ley número 170 de 2012 Senado, por medio de la cual se modifica la Ley 12 de 1984 y se dictan otras disposiciones.

	
	¿ Proyecto de ley número 225 de 2012 Senado, por medio de la cual se adiciona el Decreto número 2737 de 1989 ¿ Código del Menor.

	
	¿ Proyecto de ley número 226 de 2013 Senado, 300 de 2013 Cámara, por medio de la cual se modifica el parágrafo del artículo 4º de la Ley 680 de 2001, que modificó el artículo 33 de la Ley 182 de 1995.

	Proyecto de Ley 246/13 Senado – 183/13 (sic.) Cámara: Por medio de la  cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 100 años de la fundación del municipio de Bello en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 246 de 2013 Senado, 183 de 2012 Cámara, por medio de la cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 100 años de la fundación del municipio de Bello en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposiciones.

	Proyecto de Ley 250/13 Senado – 301/13 Cámara: Por medio del (sic.) cual se aprueba el acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América para el intercambio de información tributaria, suscrito en Bogotá, Distrito Capital el 30 de marzo de 2001.
	¿ Proyecto de ley número 250 de 2013 Senado, 301 de 2013 Cámara, por medio de la cual se aprueba el ¿Acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América para el intercambio de información tributaria¿, suscrito en Bogotá D.C., el 30 de marzo de 2001.

	Proyecto de Ley 251/12 Senado – 064/11 Cámara: Por medio del (sic) cual se crea el Documento de Voluntad Anticipada que busca mantener la dignidad humana en pacientes que se encuentren en enfermedad de (sic.) fase terminal.
	¿ Proyecto de ley número 251 de 2012 Senado, 064 de 2011 Cámara, por medio de la cual se crea el documento de voluntad anticipada que busca mantener la dignidad humana en pacientes que se encuentren en enfermedad en fase terminal.

	Proyecto de Ley 259/13 Senado: Por la cual se definen reglas para la protección de los usuarios en la comercialización de dispositivos móviles inteligentes, se prohíben las cláusulas de permanencia mínima y las ventas atadas de terminales y servicio (sic.) de comunicaciones, y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 259 de 2013 Senado, por la cual se definen reglas para la protección de los usuarios en la comercialización de dispositivos móviles inteligentes, se prohíben las cláusulas de permanencia mínima y las ventas atadas de terminales y servicios de comunicaciones, y se dictan otras disposiciones.

	(…)
	(…)

	Con informe de conciliación (sic.), Con informe de conciliación Proyecto de Ley No.40 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, Por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones (sic.).
	Con informe de conciliación:

¿ Proyecto de ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones - Ley de Bilingüismo.

	Proyecto de Ley 168 de 2012 Senado, 36 de 2012 Cámara, Por medio de la cual se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de mercurio en las diferentes actividades industriales del país y se fijan requisitos e incentivos para su reducción y eliminación y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 168 de 2012 Senado, 036 de 2012 Cámara, por medio de la cual se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de mercurio en las diferentes actividades industriales del país y se fijan requisitos e incentivos para su reducción y eliminación y se dictan otras disposiciones.

	Proyecto de Ley No. 179 de 2012 Senado, 105 de 2011 Cámara, Por la cual se autoriza la emisión de la estampilla pro universidad del pacífico Omar Barona Murillo y se dictan otras disposiciones (sic.).
	

	Proyecto de Ley No. 207 de 2012 Senado, 063 de 2012 Cámara, Por la cual se reforma parcialmente la Ley 115 de 1994 (sic.).
	

	Proyecto de Ley No. 46 de 2011 Senado, 226 de 2012 Cámara, Por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familiar (sic.) a (sic.) pobres al (sic.) país, con fines sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.
	

	Proyecto de Ley número 48 de 2011 Senado, 262 de 2012 Cámara por medio de la cual se reglamentan las actividades de comercialización en red o mercadeo multinivel en Colombia.
	

	Proyecto de Ley número 185 de 2012 Senado, 125 de 2011 Cámara por medio de la cual se reglamentan los artículos 63, 70 y 72 de la Constitución política de Colombia en lo relativo al patrimonio cultural umergido (sic.).
	

	Proyecto de Ley número 209/2013 Senado, 267 /2013 cámara por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones.
	


Las anteriores irregularidades en materia de anuncio previo de proyectos de ley para ser votados en sesión posterior claramente definida en el momento del anuncio, significarían que si fuera enteramente fidedigno lo consignado en la transcripción mecánica que envió el Secretario General del Senado de la República para que obrara dentro del presente proceso de control judicial automático de constitucionalidad, se tendría que DIEZ Y SEIS (16) proyectos de ley no fueron objeto del obligatorio anuncio constitucional previo para su votación en posterior y claramente determinada sesión (Proyecto de ley número 09 de 2011 Senado; Proyecto de ley número 016 de 2011 Senado; Proyecto de ley número 99 de 2011 Senado; Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 64 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 70 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 81 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 82 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 84 de 2011 Senado; Proyecto de ley número 90 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 103 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 128 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 136 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 170 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 225 de 2012 Senado; Proyecto de ley número 226 de 2013 Senado).
De igual manera y en comparación con la publicación del acta 69 de la sesión plenaria ordinaria del Senado de la República del 19 de junio de 2013 en la Gaceta del Congreso 702 de 2013, se observa una serie de irregularidades en la transcripción mecánica que envió el Secretario General del Senado de la República para que obrara dentro del presente proceso de control judicial automático de constitucionalidad que resultan inaceptables para darle entera credibilidad a los principios de certeza y publicidad que rigen las actas de las sesiones que son objeto de obligatoria publicación por mandato constitucional y legal orgánico, teniendo en cuenta que las transcripciones consignadas en las actas de sesiones que se aprueban y publican en la Gaceta del Congreso deben ser fidedignas; irregularidades que se aprecian de la siguiente manera: 

IRREGULARIDADES EN MATERIA DE TRASCRIPCIÓN EN LA TRANSCRIPCIÓN ENVIADA POR EL SECRETARIO GENERAL FRENTE A LO CONSIGNADO EN LA GACETA DEL CONGRESO 702 DE 2013

	Irregularidades en Transcripción Secretario General
	Lo que corresponde según lo publicado en la Gaceta del Congreso 702 de 2013

	Con información de conciliación:

Proyecto de Ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13 (sic.)
	Con información de conciliación:

¿ Proyecto de ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones - Ley de Bilingüismo.

	con ponencia para segundo debate:
Proyecto de Ley No. 17/12 Senado: Por la cual se establece en Colombia la figura del Defensor de las Víctimas de la Movilidad y se definen los mecanismos de participación de los usuarios del transporte público en Colombia.
	Con ponencia para segundo debate:

¿ Proyecto de ley número 17 de 2012 Senado, por la cual se establece en Colombia la figura del Defensor de las Víctimas de la Movilidad y se definen los mecanismos de participación de los usuarios del transporte público en Colombia.

	Proyecto de Acto Legislativo No. 19/13 Senado: Por la cual se establece la segunda vuelta para la elección de Alcaldes en las capitales departamentales (sic.) y en (sic.) Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de Acto Legislativo número 19 de 2013 Senado, por el cual se establece la segunda vuelta para la elección de Alcaldes en las capitales de departamento y en el Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 09 de 2011 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 09 de 2011 Senado, por la cual se establece la Constitución de una póliza, para garantizar la calidad y estabilidad de la vivienda nueva.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 016 de 2011 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 016 de 2011 Senado, por medio de la cual se establecen los requisitos previos para limitar el tránsito vehicular en los entes territoriales del país.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 99 de 2011 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 99 de 2011 Senado, por la cual se regula la prima de vacaciones creada por el Decreto número 1381 de 1997.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 30 de 2012 Senado, por medio de la cual se establece el carácter vinculante de las decisiones del Defensor del Consumidor Financiero.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 64 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 64 de 2012 Senado, por medio de la cual se dictan medidas para garantizar la seguridad alimentaria mediante la protección y conservación nacional de la tierra.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 70 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 70 de 2012 Senado, por la cual se reglamenta las prácticas de la Eutanasia y la asistencia al suicidio en Colombia y se dictan otras disposiciones.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 81 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 81 de 2012 Senado, por la cual se dictan normas para regular las personas jurídicas y las Cooperativas de Trabajo asociado en sus relaciones contractuales y de trabajo y se dictan otras disposiciones.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 82 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 82 de 2012 Senado, por la cual se derogan las disposiciones que no lograron los efectos prácticos para la generación de empleo, la Ley 789 de 2002.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 84 de 2011 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 84 de 2011 Senado, por medio de la cual aclara la competencia de la jurisdicción ordinaria laboral en los conflictos de la Caja Nacional de Previsión, Instituto de Seguros Sociales.

	Proyecto de Ley 086/12 Senado: Por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la comisión legal para la protección de los derechos de la población afrocolombiana del Congreso de la República (sic) y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 86 de 2012 Senado, por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal para la Protección de los Derechos de la Población Afrocolombiana, Negra, Raizal y Palenquera del Congreso de la República de Colombia y se dictan otras disposiciones.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 90 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 90 de 2012 Senado, por la cual se modifica el régimen de pensión de vejez por alto riesgo para los controladores de Tránsito Aéreo de la Aeronáutica Civil.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 103 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 103 de 2012 Senado, por la cual se incentiva la generación de empleo, modificando el artículo 11 de la Ley 1429 de 2010.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 128 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 128 de 2012 Senado, por medio de la cual se establecen lineamientos para el cambio de pénsum académico y cobros de matrículas en la educación superior.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 136 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 136 de 2012 Senado, por medio de la cual se modifican los decretos 1122 de 1986 y 1421 de 1993; la Ley 1551 de 2012, artículo 24 y se dictan otras disposiciones.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 170 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 170 de 2012 Senado, por medio de la cual se modifica la Ley 12 de 1984 y se dictan otras disposiciones.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 225 de 2012 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 225 de 2012 Senado, por medio de la cual se adiciona el Decreto número 2737 de 1989 ¿ Código del Menor.

	Debería estar la transcripción del anuncio del Proyecto de ley número 226 de 2013 Senado.
	¿ Proyecto de ley número 226 de 2013 Senado, 300 de 2013 Cámara, por medio de la cual se modifica el parágrafo del artículo 4º de la Ley 680 de 2001, que modificó el artículo 33 de la Ley 182 de 1995.

	Proyecto de Ley 246/13 Senado – 183/13 (sic.) Cámara: Por medio de la  cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 100 años de la fundación del municipio de Bello en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 246 de 2013 Senado, 183 de 2012 Cámara, por medio de la cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 100 años de la fundación del municipio de Bello en el departamento de Antioquia y se dictan otras disposiciones.

	Proyecto de Ley 250/13 Senado – 301/13 Cámara: Por medio del (sic.) cual se aprueba el acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América para el intercambio de información tributaria, suscrito en Bogotá, Distrito Capital el 30 de marzo de 2001.
	¿ Proyecto de ley número 250 de 2013 Senado, 301 de 2013 Cámara, por medio de la cual se aprueba el ¿Acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos de América para el intercambio de información tributaria¿, suscrito en Bogotá D.C., el 30 de marzo de 2001.

	Proyecto de Ley 251/12 Senado – 064/11 Cámara: Por medio del (sic) cual se crea el Documento de Voluntad Anticipada que busca mantener la dignidad humana en pacientes que se encuentren en enfermedad de (sic.) fase terminal.
	¿ Proyecto de ley número 251 de 2012 Senado, 064 de 2011 Cámara, por medio de la cual se crea el documento de voluntad anticipada que busca mantener la dignidad humana en pacientes que se encuentren en enfermedad en fase terminal.

	Proyecto de Ley 259/13 Senado: Por la cual se definen reglas para la protección de los usuarios en la comercialización de dispositivos móviles inteligentes, se prohíben las cláusulas de permanencia mínima y las ventas atadas de terminales y servicio (sic.) de comunicaciones, y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 259 de 2013 Senado, por la cual se definen reglas para la protección de los usuarios en la comercialización de dispositivos móviles inteligentes, se prohíben las cláusulas de permanencia mínima y las ventas atadas de terminales y servicios de comunicaciones, y se dictan otras disposiciones.

	(…)
	(…)

	Con informe de conciliación (sic.), Con informe de conciliación Proyecto de Ley No.40 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, Por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones (sic.).
	Con informe de conciliación:

¿ Proyecto de ley número 040 de 2011 Senado, 167 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifican los artículos 13, 20, 21, 22, 30 y 38 de la Ley 115 de 1994 y se dictan otras disposiciones - Ley de Bilingüismo.

	Proyecto de Ley 168 de 2012 Senado, 36 de 2012 Cámara, Por medio de la cual se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de mercurio en las diferentes actividades industriales del país y se fijan requisitos e incentivos para su reducción y eliminación y se dictan otras disposiciones.
	¿ Proyecto de ley número 168 de 2012 Senado, 036 de 2012 Cámara, por medio de la cual se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de mercurio en las diferentes actividades industriales del país y se fijan requisitos e incentivos para su reducción y eliminación y se dictan otras disposiciones.

	Proyecto de Ley No. 179 de 2012 Senado, 105 de 2011 Cámara, Por la cual se autoriza la emisión de la estampilla pro universidad del pacífico Omar Barona Murillo y se dictan otras disposiciones (sic.).
	El Proyecto de Ley No. 179 de 2012 Senado no fue objeto de anuncio para ser votado en sesión posterior.

	Proyecto de Ley No. 207 de 2012 Senado, 063 de 2012 Cámara, Por la cual se reforma parcialmente la Ley 115 de 1994 (sic.).
	El Proyecto de Ley No. 207 de 2012 Senado no fue objeto de anuncio para ser votado en sesión posterior.

	Proyecto de Ley No. 46 de 2011 Senado, 226 de 2012 Cámara, Por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familiar (sic.) a (sic.) pobres al (sic.) país, con fines sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.
	El Proyecto de Ley No. 46 de 2011 Senado no fue objeto de anuncio para ser votado en sesión posterior.

	Proyecto de Ley número 48 de 2011 Senado, 262 de 2012 Cámara por medio de la cual se reglamentan las actividades de comercialización en red o mercadeo multinivel en Colombia.
	El Proyecto de Ley No. 48 de 2011 Senado no fue objeto de anuncio para ser votado en sesión posterior.

	Proyecto de Ley número 185 de 2012 Senado, 125 de 2011 Cámara por medio de la cual se reglamentan los artículos 63, 70 y 72 de la Constitución política de Colombia en lo relativo al patrimonio cultural umergido (sic.).
	El Proyecto de Ley No. 185 de 2012 Senado no fue objeto de anuncio para ser votado en sesión posterior.

	Proyecto de Ley número 209/2013 Senado, 267 /2013 cámara por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones.
	El Proyecto de Ley No. 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara no fue objeto de anuncio para ser votado en sesión posterior.

	Están hechos los anuncios, señor Presidente, de acuerdo con la información suministrada por la Oficina de Leyes y las dependencias correspondientes del área legislativa.
Salud fue el último anunciado, Proyecto de Ley número 209/ 2013 Senado, 267/2013 Cámara por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones Gaceta 447 de 2013 (sic.).

PRESIDENTE

Está anunciado el proyecto que expuso aquí el Senador Eugenio Prieto, de telefonía celular? Sí están anunciados todos, también el proyecto del Senador Correa, todos.
	Están hechos los anuncios, señor Presidente, de acuerdo con la información suministrada por la Oficina de Leyes y las dependencias correspondientes del área legislativa. 

La Presidencia manifiesta:

Está anunciado el proyecto que expuso aquí el Senador Eugenio Prieto, ¿de telefonía celular? Sí están anunciados todos, también el proyecto del Senador Correa, todos.
La parte en negrillas y subrayada de la transcripción enviada por el Secretario General del Senado no debería estar en la misma, debido a que el Proyecto de Ley No. 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara no fue objeto de anuncio para ser votado en sesión posterior.


Los anteriores errores señalados parecieran tener el tinte o sesgo de sistemáticos o deliberados, por resultar tan evidentemente contrarios a lo transcrito dentro del acta 69 de la sesión plenaria ordinaria del 19 de junio de 2013, publicada en la Gaceta del Congreso 702 de 2013. Dichos errores resultan menos aceptables e inexcusables aún desde los principios de la buena fe y la publicidad de los actos públicos, debido a que la certificación del Secretario General del Senado de la República sobre el anuncio del Proyecto de ley número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, con el anexo 4 donde, según dicha certificación, consta que el anuncio indicado fue hecho en la sesión plenaria del Senado de la República del 19 de junio de 2013, fue radicada en la Corte Constitucional para obrar expresamente dentro del presente proceso judicial de control automático de constitucionalidad el día 16 de agosto de 2013, mientras que la Gaceta 702, que contiene el acta número 69 de la sesión ordinaria del día 19 de junio de 2013 donde consta que no se hizo el anuncio del Proyecto de ley número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, fue publicada el diez (10) de septiembre de 2013; es decir, en una fecha posterior a dicha certificación, razón por la cual resultan inadmisibles, inaceptables e inexcusables esos errores.
El artículo 144 de la Constitución Política clara y expresamente establece que las sesiones de sus cámaras y de sus comisiones permanentes deben ser públicas, lo cual debe reflejarse fidedignamente en sus actas y en la publicación de las mismas. El artículo 130 de la Ley 5 de 1992, en su modo reformado por el artículo 2 de la Ley 1431 de 2011, claramente establece que las actas de las sesiones plenarias deben ser publicadas en la Gaceta del Congreso, entendido como el órgano oficial de publicación de la rama legislativa del Poder Público, lo cual prescribe así:
“Las actas de las sesiones plenarias, comisiones, los proyectos de acto legislativo, los proyectos de ley, las ponencias y demás información que tenga que ver con el trámite legislativo deberán ser publicados en la Gaceta del Congreso, órgano de publicación de la rama legislativa, la cual se publicarán (sic.) en la página web de cada cámara; con esta publicación se dará por cumplido el requisito de publicidad”.

En el presente caso se le dio pleno cumplimiento a dicha orden legislativa orgánica con la publicación de la Gaceta del Congreso número 702  de 2013 en la página del Senado de la República que remite a la Imprenta Nacional de Colombia, como consta en la dirección electrónica  http://www.imprenta.gov.co/gacetap/gaceta.nivel_3, con fecha 10 de septiembre de 2013, como también lo hizo de manera impresa materialmente a través de la Imprenta Nacional de Colombia con la misma fecha de publicación.
Esta publicación es la vía que garantiza tanto el debido proceso en materia de control del trámite legislativo de los proyectos de ley, como el derecho fundamental político de los ciudadanos colombianos de participar en el control del ejercicio del poder político interponiendo las acciones públicas e interviniendo en dichas acciones y controles judiciales en defensa de la Constitución y la ley, lo que para el presente caso incluye los controles de las leyes estatuarias, en los aspectos de forma o procesales y de fondo o sustanciales, por lo que tal publicación debe realizarse con base en los principios de la buena fe y la publicidad, de acuerdo con lo establecido en los artículos 1, 2, 29, 40, 153, 241 y 242 de la Carta Política.
Como en el presente caso se observa que tales principios resultan vulnerados en forma inaceptable e inexcusable desde el punto de vista fundamental constitucional y legal orgánico en lo que tiene que ver con no haberse anunciado la votación del informe de conciliación del Proyecto de ley número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, en la sesión plenaria del Senado de la República del 19 de junio de 2013 y el manejo probatorio que posteriormente se le intentó dar a dicha omisión procedimental legislativa, se solicitara a la alta Corporación Judicial que declare la inconstitucionalidad del mismo.
El informe de conciliación del proyecto de ley objeto de revisión fue aprobado válidamente, en cuanto a mayoría requerida se refiere, en la sesión Plenaria del 20 de junio de 2013 del Senado de la República mediante votación nominal, con 54 votos a favor y 6 en contra, teniendo en cuenta que el Senado está compuesto por 102 miembros, como consta en el Acta de Plenaria número 70, publicada en la Gaceta del Congreso 712 de 2013.

En la Cámara de Representantes el informe de conciliación del proyecto de ley que se revisa fue anunciado el 19 de junio de 2013, para ser votado en la siguiente sesión de la Cámara de Representantes, como consta en el Acta de Plenaria 216, publicada en la Gaceta del Congreso 757 de 2013. Tal informe de conciliación fue aprobado con la mayoría requerida en la sesión plenaria del 20 de junio de 2013, con 102 votos a favor y 13 en contra, como consta en el Acta 217, publicada en la Gaceta del Congreso 685 de 2013, teniendo en cuenta que la Cámara de Representantes está compuesta actualmente por 163 miembros. 
Es de anotar que a dicho informe conciliatorio se le hizo una aclaración originada en errores mecanográficos, en lo que corresponde al parágrafo del artículo 23 del proyecto de ley de la referencia, según lo publicado al respecto en la Gaceta del Congreso 450 de 2013, lo cual resulta procedente sin que se haya afectado el trámite legislativo por tratarse de una corrección que no afecta la esencia de lo conciliado y aprobado al respecto, como se puede observar de la siguiente manera:
Lo publicado inicialmente y que fue objeto de corrección decía: “El precio se regulará los precios de los medicamentos hasta la salida del proveedor mayorista”. Lo corregido quedó así: “Se regularán los precios de los medicamentos hasta la salida del proveedor mayorista”.

En vista de las anteriores circunstancias irregulares observadas en el proceso de formación del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental  a la salud y se dictan otras disposiciones”, el Ministerio Público solicitará que se declare su no conformidad con el orden superior.
3. Análisis material
El estudio de fondo del contenido normativo del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara que se rinde en este aparte del presente Concepto Fiscal de constitucionalidad buscará establecer el alcance que pretende esta norma desde el punto del derecho constitucional, para a partir de allí analizar cada artículo en concreto.
3.1. Parámetros constitucionales genéricos

Para poder abordar el estudio de fondo del presente proyecto de ley estatutaria, lo primero que se debe determinar es si lo regulado en la misma corresponde o no al contenido de una ley estatutaria. En ese sentido, el artículo 152 de la Constitución Política establece que mediante leyes estatutarias el Congreso de la República debe regular, entre otras materias, lo referente a los derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección.
Debido a que la materia a regular mediante el Proyecto de ley 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, es la correspondiente a la salud como derecho fundamental, se debe determinar si este bien público tiene o alcanza ese grado máximo de reconocimiento jurídico individual y colectivo a la luz del orden constitucional. En principio, podría pensarse que el Constituyente de 1991 le dio a la salud, en forma general, el tratamiento de derecho de segunda generación histórica, en lo que corresponde su pertenencia al rango institucional de los derechos sociales, económicos y culturales, en cuanto a que su realización depende de la capacidad económica, profesional, técnica y científica del Estado para su prestación, desarrollo y cubrimiento.
Por eso fue que los artículos 48 y 49 de la Carta Política lo definieron como un servicio público de carácter obligatorio que debe prestarse bajo la dirección, coordinación y control del Estado, quien lo debe organizar, dirigir y reglamentar bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Institucionalmente, permite su organización bajo la concepción del sistema de seguridad social, donde el servicio sería prestado por entidades públicas y privadas, en forma descentralizada por niveles de atención, a partir de la asignación de competencias a la Nación, a las entidades territoriales y a los particulares para que pudieran actuar en un sistema de libre competencia regulada. En ese contexto, se garantizó a todos los habitantes el derecho a la seguridad social, en su condición de irrenunciable, lo que cubre el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.
Sin embargo, este punto de partida superior no es estático, absoluto ni definitivo, sino que implica una evolución institucional basada en el principio de progresividad en el cubrimiento del servicio, teniendo como brújula y fin el principio de universalidad, tanto desde un punto de vista cuantitativo (prestación de la salud a todos los habitantes del país), como cualitativo (la atención eficiente e integral del paciente, sin limitación alguna, en función del combate a la enfermedad, desde los puntos de vista curativo, paliativo y preventivo); evolución institucional que fue consignada expresamente en la Carta, conminando al Estado a ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social.
Para poder lograr dicha evolución hacia la universalidad mediante la garantía de su eficiencia como servicio público, se definió su financiación a partir de la solidaridad contributiva como deber fundamental, para lo cual la ley debe determinar los aportes a cargo de la Nación, las entidades territoriales y los particulares; para ello, se puso como un punto de arranque la obligación legal de definir los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes debe ser gratuita y obligatoria. En esa misma dirección, se estableció también el deber fundamental, a cargo de cada persona, de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad, lo que está correlacionado con el principio de promoción y prevención sanitaria y con el saneamiento ambiental.
Para el tema objeto de este control de constitucionalidad, cual es definir si es procedente por vía legal consagrar como derecho fundamental el acceso a la salud, la misma Carta Política, en su forma originalmente promulgada, de manera expresa le da ese alcance en su artículo 44, al establecer, como derechos fundamentales de los niños, la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social. 
Con la calificación concreta constitucional de Colombia como Estado social de derecho comienza un proceso evolutivo a partir de la expedición de la Ley 100 de 1993, en dos sentidos bastante divergentes entre sí, a saber: el económico y el judicial. 
El primero, que parte de una concepción empresarial donde el ánimo de lucro ha llevado a los agentes prestadores del servicio (empresas promotoras de salud, instituciones prestadoras de salud, etc.) a tener unos comportamientos racionales desbordados en  contra del acceso a la salud a que tienen derecho todos y cada uno de los habitantes de Colombia, sin que al respecto el Estado haya cumplido un papel eficiente y eficaz de intervención de tal actividad económica, al parecer, por captura que han hecho esos agentes económicos de los entes públicos que tienen a su cargo la dirección, regulación y control del servicio público de salud.
El segundo, que por la vía de la acción de tutela ha tenido que intervenir para resolver los problemas de acceso al servicio para corregir las fallas de mercado y de gobierno que sistemáticamente los han causado, dándole el alcance de derecho fundamental para cada caso concreto, no por su condición de derecho social sino por conexidad con la protección de determinados derechos fundamentales, especialmente cuando esas barreras de acceso al servicio han puesto en peligro la vida, la integridad o la dignidad de las personas afectadas, convirtiendo a la justicia de tutela en la institución que ha logrado la progresividad de dicho derecho y la regulación del servicio público correspondiente.
Esa evolución jurisprudencial ha motivado al actual legislador a aprobar el Proyecto de ley objeto del presente control constitucional, el cual, en forma explícita y directa a manera de definición teleológica, eleva la salud al rango de derecho fundamental, como se observa en su título y a lo largo de todo su articulado. 
En ese sentido, debe determinarse si es viable el objetivo, por vía legal, de darle a la salud el alcance de derecho fundamental, o si sólo esto es procedente por vía de reforma constitucional. La respuesta es positiva porque el artículo 94 de la Constitución expresamente contempla esa vía, al indicar que “[l]a enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos”, lo que refuerza el artículo 89 de la misma norma superior, al indicar que, “[a]demás de los consagrados en los artículos anteriores, la ley establecerá los demás recursos, las acciones, y los procedimientos necesarios para que puedan propugnar por la integridad del orden jurídico, y por la protección de sus derechos individuales, de grupo o colectivos, frente a la acción u omisión de las autoridades públicas”. Más concretamente aún, la expresión legal estatutaria responde a la universalización en materia de salud, para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, de lo ya establecido como derechos fundamentales de los niños a la salud y a la seguridad social en el artículo 44 de la Constitución Política expedida en 1991. 
Ahora bien, determinada la procedencia constitucional de establecer por vía legal estatutaria la elevación del derecho a la salud al canon de fundamental para todos los habitantes de Colombia, antes de abordar el estudio de fondo de la presente norma lo siguiente a determinar es lo correspondiente a las implicaciones institucionales de dicha decisión legislativa fundamental axiológica y el consecuente ámbito de regulación y aplicación de la salud como derecho y deber fundamental.
Como ya se advirtió, el punto de partida constitucional de la salud fue su asimilación a un derecho de segunda generación, en lo económico y social, lo que implicaba pasar de una simple política pública a una expresión concreta de un Estado de bienestar obligado jurídicamente a prestar el servicio correspondiente, debiendo implementar para ello medidas de regulación y control con las consecuentes estrategias, programas y acciones para evolucionar hacia un cubrimiento universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia. Eso significaba, por tratarse de un derecho de segunda generación, que su realización material sería de carácter progresivo porque su ejercicio dependía de la disponibilidad de recursos, tanto públicos o estatales y privados o societarios, sin que, en sí mismo considerado, fuera exigible tal derecho por la vía judicial por no tener el carácter de fundamental sino positivo o de participación en materia de justicia distributiva de recursos.
Precisamente ese contexto de derecho de segunda generación, especialmente en lo referente a la progresividad en su cobertura basada en el concepto de limitación de recursos, hizo que se presentaran distinciones fundamentadas en ingresos para contribuir a la financiación de la prestación de la salud como sistema, tales como pertenecer a un régimen contributivo o a uno subsidiado o a ninguno de los dos (vinculados al sistema de seguridad social en salud), con mayor o menor cobertura en servicios, pero todos limitados (planes obligatorios de salud). El cubrimiento económico de los costos de dicha cobertura se hacía, básicamente, bajo la figura de contratos capitados (pago per capita para cubrir niveles poblacionales, pero únicamente para lo establecido en los planes obligatorios de salud).
Esa manera de cubrimiento del servicio hizo que la racionalidad económica de los agentes prestadores del servicio de salud se desbordara en contra del suministro mismo de ese bien público (menos acceso a la salud, más ganancias). Lo anterior, sin contar o tener en cuenta la atención en salud requerida mediante tratamientos que no estaban incluidos en los planes obligatorios de salud.

Es decir, la salud se asumió, constitucional, legal y administrativamente, como un derecho que se justificaba satisfacer de modo limitado, en función de la existencia de recursos para su cubrimiento. Como ya se indicó, la intervención de la justicia aplicable a la protección inmediata de los derechos fundamentales hizo evolucionar la respuesta institucional que se debe dar al cubrimiento del derecho a la salud.
En este momento de la historia institucional de la salud, el legislador y el Gobierno Nacional como coautor del proyecto de ley estatutaria objeto del actual control judicial constitucional deciden asumir la responsabilidad política de llevar el derecho a la salud al grado de derecho fundamental, entendido como garantizado en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, sin distinción alguna desde el punto de vista de los ingresos y de la satisfacción integral del servicio. Así lo reafirmó como logro político institucional el actual Presidente de la República, Juan Manual Santos Calderón, en entrevista concedida al periódico El Espectador, el domingo 4 de agosto de 2013, en la página 6, en los siguientes términos:

“Por ejemplo, nunca antes ha habido un gobierno apoyando tanto la cultura o inclusive la salud, donde logramos convertir la salud en un derecho fundamental y no en un negocio, y estamos haciendo un gran esfuerzo para que esa salud sea cada vez más efectiva y eficiente. En materia de vacunación somos líderes a nivel mundial y hemos logrado unos índices de vacunación que nos envidian otros países…”.

Asumiendo que dicha evolución institucional busca responder, a manera de corrección, a las múltiples fallas de mercado y de gobierno que venían afectando la satisfacción del derecho a la salud, generadas a partir de su concepción de derecho de segunda generación, la pregunta que surge es: ¿Qué debe significar, de ahora en adelante, la salud para cada uno de los habitantes de Colombia, entendida como derecho fundamental que les asiste sin limitación alguna?  
Para resolver dicho interrogante que marcará el futuro de la salud en Colombia, como derecho, servicio público y actividad económica, se debe delimitar el concepto de derecho fundamental. Los derechos fundamentales, o de primera generación histórica, aluden a aquella serie de valores axiológicos y bienes humanos básicos que son inherentes a la existencia del ser humano, tanto desde el punto de vista individual como desde la óptica de su convivencia con otros, en cuanto que constituyen la condición básica para posibilitar la vida en sociedad, especialmente en un régimen de libertades como el colombiano. Para el caso que nos ocupa, son derechos fundamentales la vida, la integridad personal (física, mental, emocional) y la dignidad humana, e inclusive el acceso a la seguridad social, como claramente lo determinan el preámbulo y los artículos 1, 11, 12 y 44 de la Carta Política.

La característica fundamental de estos derechos es que se consideran de ejecución o aplicación inmediata, sin que medie desarrollo legislativo alguno, lo que implica que no requieren desarrollo legal para ser exigibles, ante lo cual el Estado debe responder, también de manera inmediata, eficiente y eficaz, para protegerlos o satisfacerlos. Al respecto, la Corte Constitucional ha sido reiterativa en dicha aplicación inmediata de los derechos fundamentales, más allá de los consagrados en el artículo 85 de la Carta Política, entre otras, en la sentencia C-581 de 2001, en los siguientes términos:
“¿Pero qué significa que un derecho sea de aplicación inmediata? La Corte ya resolvió este interrogante, al analizar el citado artículo constitucional. 

"Este artículo (85 CP) enumera los derechos que no requieren de previo desarrollo legislativo o de algún tipo de reglamentación legal o administrativa para su eficacia directa y que no contemplan condiciones para su ejercicio en el tiempo, de modo que son exigibles en forma directa e inmediata. En realidad la especificidad de estos derechos es un fenómeno de tiempo: el hombre llega a ellos de manera directa, sin necesidad de la mediación de un desarrollo legislativo. Es pues, un criterio residual para los efectos que nos ocupan. Para que el artículo 85 de la Constitución no sea inocuo debe leerse como una norma que no condiciona a la mediatización de una ley, la aplicación de los derechos allí enumerados." Igualmente, ha dejado clarificado que la enunciación de algunos derechos como de aplicación inmediata "no debe ser entendida como un criterio taxativo y excluyente."”.
Tan indiscutible resulta esa característica esencial de los derechos fundamentales de ser de aplicación o ejecución inmediata, sin que le sean oponibles justificaciones o discriminaciones institucionales de ninguna índole ni la necesidad de desarrollo legislativo previo alguno, que el artículo 334 de la Carta Política, según la modificación introducida al mismo mediante el artículo 1 del Acto Legislativo 3 de 2011, al regular el alcance de los objetivos del Estado Social de Derecho en un contexto de progresividad según lo que al respecto permita un marco de sostenibilidad fiscal, fue muy claro y tajante en determinar que en la interpretación y aplicación de la intervención del Estado en la economía para lograr tales objetivos, “bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva”.
Ahora bien, una consecuencia inmediata de dicha característica fundamental, es que tales derechos son exigibles coactivamente por la vía judicial, en el caso colombiano, mediante la acción de tutela, como también acudiendo ante los tribunales internacionales. Por tanto, el Estado debe garantizar su satisfacción inmediata, sin limitación ni excusa alguna, porque se consideran derechos prioritarios o de ejercicio preferencial, en tanto que son indiscutibles y se constituyen en la base de los demás derechos, con el valor agregado trascendente de que su vigencia, protección y aplicación efectiva hacen la diferencia entre una convivencia pacífica basada en instituciones de reconocimiento y acatamiento legítimos, y la intolerancia sustentada en las vías de hecho, la justicia por propia mano y la ley del más fuerte o del “atajo” para conseguir las cosas.
Con ya se vio, el derecho a la salud se elevó al rango de fundamental, lo que implica, de ahora en adelante, que el mismo pasará a ser de ejecución o aplicación inmediata para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, sin que le sean oponibles la falta de desarrollo normativo para ser exigibles, la condición social o económica del solicitante, en lo que a financiación del sistema se refiere, o problemas de financiación del servicio, ante lo cual el Estado debe responder, también de manera inmediata, eficiente y eficaz, para protegerlos o satisfacerlos.
Como consecuencia, también son exigibles coactivamente por la vía judicial, lo que incluye la acción de tutela, por lo que el Estado debe saber y asumir que está en la obligación de garantizar su satisfacción inmediata, sin limitación ni excusa alguna, porque se considera un derecho prioritario o de ejercicio preferencial, en su condición de indiscutible y por pasar a formar parte de la base de los demás derechos.
Como la satisfacción del derecho a la salud está fundamentada en una concepción de servicio público organizado bajo una dirección, regulación y control estatales, y una intermediación de aseguramiento y una prestación efectiva descentralizada por niveles de atención, entendida dicha descentralización como un mercado regulado cuyos actores son personas públicas y privadas, la elevación de la salud al grado jurídico de derecho fundamental implica que todos los actores y agentes económicos del sistema quedan indiscutible e indubitablemente unidos a dicha concepción de derecho fundamental, debiendo responder de manera inmediata y sin limitación alguna a los requerimientos que en tal sentido hagan todos y cada uno de los habitantes de Colombia, prestándoles todos los servicios y tratamientos que la atención de la enfermedad demande.
En concordancia con lo anterior y para lograr la cobertura universal del servicio en función de la satisfacción del derecho fundamental a su cargo, la prestación del servicio de salud debe cubrir lo que se requiere para combatir la enfermedad en cada caso concreto según lo que bajo su responsabilidad determine el médico tratante, especialmente en lo que concierne a la preservación de los derechos fundamentales a la vida, la integridad de las personas y su dignidad, para lo cual todo el sistema de salud debe obrar bajo los principios de planeación, eficiencia, eficacia, efectividad y buena fe, en lo que tiene que ver con su dirección, regulación, control, aseguramiento y prestación, por lo que no resultan aceptables prescripciones, servicios o tratamientos no relacionados con el combate de la enfermedad, o innecesarios, inapropiados o suntuarios.
En ese sentido, debe tenerse en cuenta que al adquirir la salud el grado de derecho fundamental, el Estado tiene que intensificar y replantear sus políticas de financiación para responder al mismo sin cortapisa de ninguna naturaleza, porque la cobertura universal no va a poder distinguir, para efectos de prestar el servicio, en la condición económica del aportante, lo que implica el reforzamiento de los mecanismos actuales de financiación a partir del concepto de aportes fiscales y parafiscales y no de gastos de bolsillo de cada paciente frente a los diagnósticos y tratamientos requeridos para cada caso en concreto, y un control muy estricto en la ejecución del gasto basado en el conocimiento real de los costos de los servicios a cubrir, porque lo que está en juego es la vida, la integridad física, psíquica y emocional de la persona y su dignidad, ANTE EL HECHO IMPREVISTO, ALEATORIO, Y SIN CONTROL DE LA ENFERMEDAD, Y LOS ELEVADOS COSTOS DE LOS TRATAMIENTOS QUE RESULTAN IMPOSIBLES DE ASUMIR MEDIANTE LOS INGRESOS Y PATRIMONIOS INDIVIDUALES DE CADA USUARIO DEL SERVICIO.
Por tanto, el acceso al servicio lo debe garantizar el Estado a todos y cada uno de los habitantes de Colombia, como un derecho irrenunciable para los mismos, lo que implica la aplicación del principio tributario de equidad vertical de redistribución del ingreso; y el de equidad horizontal en la actuación profesional médica, mediante el suministro del bien a cada persona según sus necesidades (principios de universalidad e integralidad con calidad).
Lo anterior debe percibirse así, porque su administración y control, premisa fundamental de funcionamiento del sistema de salud, está bajo la responsabilidad del Estado, quien debe actuar siempre con EFICIENCIA con el fin de garantizar el acceso a dicho servicio público, LO QUE IMPLICA HACER LAS PROVISIONES DE FINANCIACIÓN REQUERIDAS PARA SU FUNCIONAMIENTO, SEGÚN EL CONTEXTO ECONÓMICO Y SOCIAL IMPERANTE EN CADA MOMENTO HISTÓRICO. En ese sentido, el Estado está SIEMPRE Y DE MANERA CONSTANTE en la obligación de intervenirlo para racionalizarlo (entiéndase, regular o redireccionar su economía y funcionamiento) con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, y la distribución equitativa de las oportunidades y beneficios del desarrollo (Constitución Política. Artículo 334), aspecto que en materia de enfermedades NO DISTINGUE CLASE SOCIOECONÓMICA, especialmente en lo atinente a las patologías de alto costo, donde no existe presupuesto individual o de familia que soporte su financiación.
Lo anterior implica que los costos relacionados directamente con el tratamiento de la enfermedad en todas sus fases (diagnóstico, tratamiento, control y recuperación posterior), corren por cuenta del sistema general de salud, como una expresión directa e inmediata del derecho fundamental a la salud, y sólo es viable acudir a los gastos particulares o de bolsillo de cada paciente para asuntos puramente complementarios no esenciales, de control de uso del sistema, o que suntuariamente mejoren la atención del paciente (v.gr. una mejor atención hotelera hospitalaria, cobro de vales de atención médica según la capacidad económica del paciente). Cualquier barrera, exigencia, discriminación o requerimiento financiero que impida el acceso a la salud del paciente es contrario a la esencia de la salud como derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, en su característica esencial de ser de  ejecución o aplicación inmediata.
Obviamente, que lo anterior no debe interpretarse en el  sentido de desconocer o negar el cumplimiento del deber fundamental de todas las personas y habitantes de Colombia de contribuir al financiamiento de las cargas públicas con que se debe cubrir la salud, incluidos los copagos, los impuestos y los aportes presupuestales y parafiscales que el legislador, en cada momento histórico, determine, porque la financiación del Sistema de Salud se basa en aportes. Esto significa que, para garantizar la salud como derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, no se puede exigir a ningún usuario o paciente la financiación de los diagnósticos o tratamientos con gastos personales, patrimoniales o de bolsillo, porque el Sistema de Salud debe funcionar como una sola bolsa que cubra el riesgo en salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia a partir del concepto de equidad contributiva vertical y no como gastos particulares individuales para pagar directamente un precio por la adquisición de un bien o servicio en cada caso concreto de atención en salud.
Con esa misma finalidad, el Estado debe ser lo más previsivo, eficiente y eficaz en lo que a la gestión de la financiación del sistema de salud se relaciona, no sólo en cuanto al arbitrio de los mismos se refiere sino también en el control de su ejecución y en la implementación de la medicina preventiva, y su correlación con el desarrollo e implementación de las políticas de saneamiento básico, amén de estimular la investigación científica en el sector salud y la mayor formación de profesionales en sus diferentes áreas de prestación del servicio, auditoría, administración y gerencia.
Aquí también se hace énfasis en la combinación de la medicina preventiva y el saneamiento ambiental (agua potable, fumigaciones, manejo de basuras y de aguas negras, etc.), lavado de manos, aseo en hogares, con el compromiso recíproco, moral y social, de todo habitante de Colombia que pretende reclamar el derecho fundamental a la salud, para que también ajuste sus conductas al deber fundamental de procurar el cuidado integral de su salud y el de su comunidad (lavado de manos, aseo de hogares, vacunas, consultas médicas preventivas, etc), con el fin de mantenerse sanos y productivos familiar, social y laboralmente, y, sobre todo, con sus propias conductas preventivas disminuir costos enormes al sistema de salud
.
3.2. Revisión concreta del contenido normativo del articulado del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara
Establecido el anterior marco conceptual que debe regir a la salud en Colombia como derecho fundamental que se debe garantizar a todos y a cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral con calidad, se procede a analizar el contenido normativo del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara.
Dicho proyecto fue estructurado en la forma de un título y cuatro capítulos. El primero cubre lo referente al objeto de la norma, los elementos esenciales del derecho a la salud en su condición de fundamental, los principios, derechos y deberes que se derivan de tal regulación, lo cual se desarrolla de los artículos 1 a 11. El segundo capítulo, lo correspondiente a la garantía y los mecanismos de protección del derecho fundamental a la salud, lo que se consigna en los artículos 12 a 16. El tercero, que comprende los artículos 17 y 18, define el papel de los profesionales y trabajadores de la salud en el nuevo contexto estatutario. Por último, el cuarto capítulo desarrolla otras disposiciones, entre sus artículos 19 a 26.  
3.2.1. Capítulo I. Del objeto de la ley estatutaria, sus elementos esenciales, principios, derechos y deberes
3.2.1.1. Título; artículos 1,2 y 3

“PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 209 DE 2013 SENADO, 267 DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I
Objeto, elementos esenciales, principios, derechos y deberes

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho fundamental a la salud, regularlo y establecer sus mecanismos de protección.

Artículo 2°. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud. El derecho fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo colectivo.

Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. El Estado adoptará políticas para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las personas. De conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su prestación como servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, organización, regulación, coordinación y control del Estado.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplica a todos los agentes, usuarios y demás que intervengan de manera directa o indirecta, en la garantía del derecho fundamental a la salud”.
El título del proyecto de ley estatutaria sub examine, “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”, corresponde teleológicamente al contenido de sus 26 artículos, en lo que respecta al principio de unidad de materia. El artículo 1 define su objeto, cual es garantizar el derecho fundamental a la salud, regularlo y establecer sus mecanismos de protección. El artículo 2 se refiere a la naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud, para lo cual define que dicho derecho es autónomo e irrenunciable, en lo individual y lo colectivo, lo que establece su identidad como derecho fundamental, para diferenciar su contexto del que venía rigiendo antes, entendido como derecho económico y social, con las vicisitudes interpretativas y de aplicación que esto significaba y que motivaron la intervención de la justicia de tutela para corregir las fallas de mercado y de gobierno que padecieron los colombianos por cuenta del desbordamiento del comportamiento racional económico de los agentes económicos y gubernamentales (impedir el acceso a la salud, sobrecostos, direccionamiento o imposición de consumos médicos, etc.).
Esa concepción de derecho fundamental comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud, para lo cual el Estado debe adoptar las políticas para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, parámetros que responden a la motivación del proyecto de ley analizado en su condición de estatutario para la protección de un derecho fundamental universal e integral, sin que implique que la adopción de tales políticas estatales se convierta en una limitante del acceso directo a la salud en su condición de derecho fundamental.
También, el artículo 2 estatutario busca retomar y confirmar en su esencia el papel del Estado como patrocinador en el sentido de ser árbitro y director del Sistema de Salud, al reafirmar que la prestación de la salud como servicio público esencial obligatorio se debe ejecutar bajo la indelegable dirección, supervisión, organización, regulación, coordinación y control del Estado.
El artículo 3 define el ámbito de aplicación de la norma estatutaria, el cual abarca a todos los agentes, usuarios, y demás que intervengan, de manera directa o indirecta, en la garantía del derecho fundamental a la salud, quienes por naturaleza quedan atados al efecto vinculante de la salud como derecho fundamental, debiendo actuar en función de la aplicación inmediata de este derecho cuando el servicio les sea requerido.
Por tanto, se solicitará a la Corporación Judicial declarar ajustados al orden superior el título y los artículos 1, 2 y 3 del Proyecto de ley en revisión, bajo el entendido que la salud, como derecho fundamental, pasará a ser de ejecución o aplicación inmediata para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, sin que le sean oponibles la falta de desarrollo normativo para ser exigibles, la condición social o económica del solicitante en lo que a financiación del sistema se refiere, o problemas de financiación del servicio, efecto vinculante que implica que todos los actores y agentes económicos del Sistema de Salud quedan indiscutible e indubitablemente unidos a dicha concepción de derecho fundamental, debiendo responder de manera inmediata y sin limitación alguna a los requerimientos que en tal sentido hagan todos y cada un de los habitantes de Colombia, prestándoles todos los servicios y tratamientos que la atención de la enfermedad demande para cada caso en concreto. Por tanto, los costos sin justificación en que incurran los agentes no serán objeto de cubrimiento con los recursos del Sistema de Salud.
3.2.1.2. Artículo 4

“Artículo 4°. Definición de Sistema de Salud. Es el conjunto articulado y armónico de principios y normas; políticas públicas; instituciones; competencias y procedimientos; facultades, obligaciones, derechos y deberes; financiamiento; controles; información y evaluación, que el Estado disponga para la garantía y materialización del derecho fundamental de la salud”.
El artículo 4 define a la salud a manera de sistema, entendido como un conjunto articulado y armónico de principios y normas, políticas públicas, instituciones, competencias, procedimientos, facultades, obligaciones, derechos y deberes, financiamiento, controles, información y evaluación, que el Estado disponga para la materialización del derecho fundamental a la salud. Lo anterior significa plantear el cambio de la seguridad social organizada inicialmente en función de la salud como derecho económico o social, para darle un efecto vinculante directo organizado para satisfacer la necesidad de tal servicio cuyo acceso y prestación se reclaman a título de derecho fundamental para ser cubierto en forma universal y con calidad.
En este sentido y teniendo en cuenta el amplio margen de intervención del Estado en el Sistema de Salud con las posibilidades de limitación del acceso al servicio  que esto puede implicar, debe entenderse que la concepción de Sistema de Salud a cargo del Estado debe desarrollarse, aplicarse y controlarse en función de garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral con calidad.
3.2.1.3. Artículo 5

“Artículo 5°. Obligaciones del Estado. El Estado es responsable de respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud; para ello deberá:

a) Abstenerse de afectar directa o indirectamente en el disfrute del derecho fundamental a la salud, de adoptar decisiones que lleven al deterioro de la salud de la población y de realizar cualquier acción u omisión que pueda resultar en un daño en la salud de las personas;

b) Formular y adoptar políticas de salud dirigidas a garantizar el goce efectivo del derecho en igualdad de trato y oportunidades para toda la población, asegurando para ello la coordinación armónica de las acciones de todos los agentes del Sistema;

c) Formular y adoptar políticas que propendan por la promoción de la salud, prevención y atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas, mediante acciones colectivas e individuales;

d) Establecer mecanismos para evitar la violación del derecho fundamental a la salud y determinar su régimen sancionatorio;

e) Ejercer una adecuada inspección, vigilancia y control mediante un órgano y/o las entidades especializadas que se determinen para el efecto;

f) Velar por el cumplimiento de los principios del derecho fundamental a la salud en todo el territorio nacional, según las necesidades de salud de la población;

g) Realizar el seguimiento continuo de la evolución de las condiciones de salud de la población a lo largo del ciclo de vida de las personas;

h) Realizar evaluaciones sobre los resultados de goce efectivo del derecho fundamental a la salud, en función de sus principios y sobre la forma como el Sistema avanza de manera razonable y progresiva en la garantía al derecho fundamental de salud;

i) Adoptar la regulación y las políticas indispensables para financiar de manera sostenible los servicios de salud y garantizar el flujo de los recursos para atender de manera oportuna y suficiente las necesidades en salud de la población;

j) Intervenir el mercado de medicamentos, dispositivos médicos e insumos en salud con el fin de optimizar su utilización, evitar las inequidades en el acceso, asegurar la calidad de los mismos o en general cuando pueda derivarse una grave afectación de la prestación del servicio”.
El artículo 5 de la norma estatutaria establece como obligación del Estado, la de respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud, lo que implica afirmar su papel de patrocinador del sistema de seguridad social en salud, en función del derecho fundamental a preservar con la actuación directa, inmediata, constante e integral que en ese sentido debe desplegar.

Para ello, el Estado debe abstenerse de afectar, directa o indirectamente, en el disfrute del derecho fundamental a la salud, de adoptar decisiones que lleven al deterioro de la salud de la población y de realizar cualquier acción u omisión que pueda resultar en un daño en la salud de las personas; formular y adoptar políticas de salud dirigidas a garantizar el goce efectivo del derecho en igualdad de trato y oportunidades para toda la población, debiendo asegurar la coordinación armónica de  las acciones de todos los agentes del Sistema; formular y adoptar políticas que propendan por la promoción de la salud, prevención y atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas, mediante acciones colectivas e individuales; establecer mecanismos para evitar la violación del derecho fundamental a la salud y determinar su régimen sancionatorio; ejercer una adecuada inspección, vigilancia y control mediante un órgano y/o las entidades especializadas que se determinen para el efecto; velar por el cumplimiento de los principios del derecho fundamental a la salud en todo el territorio nacional, según las necesidades de salud de la población; realizar el seguimiento continuo de la evolución de las condiciones de salud de la población a lo largo del ciclo de vida de las personas; adoptar la regulación y las políticas indispensables para financiar de manera sostenible los servicios de salud y garantizar el flujo de los recursos para atender de manera oportuna y suficiente las necesidades en salud de la población; e, intervenir el mercado de medicamentos, dispositivos médicos e insumos en salud con el fin de optimizar su utilización, evitar las inequidades en el acceso, asegurar la calidad de los mismos o, en general, cuando pueda derivarse una grave afectación de la prestación del servicio.
Lo antes señalado crea un marco administrativo que busca una mayor eficiencia en el papel del Estado como responsable de respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud. En ese sentido, observándose que el Estado debe formular, adoptar políticas y regulaciones en función de las necesidades en salud de la población, entendido este concepto como un todo global, es necesario tener en cuenta que su papel de director y garante del sistema debe ser ejercido en función de asegurar el acceso y la prestación del servicio que garantice el  derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, sin limitación o exclusión alguna, términos en los cuales se solicitará la constitucionalidad del artículo 5 analizado.
Amén de lo expresado anteriormente, debe traerse a colación que un elemento esencial que fue omitido por el legislador sin justificación alguna y debe estar incluido en las obligaciones del Estado encaminadas a garantizar el derecho fundamental a la salud, es lo correspondiente a tener, mantener al día y actualizar los catastros de lo existente y de lo que se necesita para garantizar el derecho fundamental a la salud, no sólo en camas, sino en equipos de diagnóstico, tratamientos, medicamentos, profesionales de salud, ambulancias, para efectos de saber con qué cuenta el país al respecto, cuáles son sus deficiencias, excesos  y necesidades, y, sobre todo, los costos reales del sistema y la incidencia de su conocimiento, administración eficiente y control, con el fin de racionalizar los recursos que permitan materializar y mantener constantemente el acceso y la prestación del servicio que garantice el  derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
De igual manera, se observa que la obligación del Estado de realizar evaluaciones sobre los resultados del goce efectivo del derecho fundamental a la salud en función de sus principios, en términos generales va en consonancia de garantizar el derecho fundamental analizado, no así lo referente a las evaluaciones sobre la forma como el Sistema avanza de manera razonable y progresiva en la garantía al derecho fundamental de salud, porque esto significa volver  la salud al punto de partida en el año de 1991, como derecho de segunda generación, lo cual es contrario a la esencia de derecho fundamental al cual decidió el Estado llevarlo evolutivamente por la vía de la ley estatutaria, en cuanto a la ejecución o aplicación inmediata que le es propia, por lo que no es de recibo, frente al orden superior, darle el tratamiento de aplicación progresiva.
Por tanto, se solicitará a la Corporación Judicial declarar inexequible la expresión “y sobre la forma como el Sistema avanza de manera razonable y progresiva en la garantía al derecho fundamental de salud” contenida en el literal h) del artículo 5 del Proyecto de ley estatutaria analizado, y ajustado al orden constitucional el resto de dicho artículo bajo el entendido que, amén de lo ya condicionado, las obligaciones del Estado para garantizar el derecho fundamental a la salud incluye la de a tener, mantener al día y actualizar los catastros de lo existente y de lo que se necesita para garantizar el derecho fundamental a la salud, no sólo en camas, sino en equipos de diagnóstico, tratamientos, medicamentos, profesionales de la salud, ambulancias y demás, para efectos de saber con qué cuenta el país al respecto, cuáles son sus deficiencias, excesos  y necesidades, y, sobre todo, los costos reales del sistema y la incidencia de su conocimiento, administración eficiente y control, con el fin de racionalizar los recursos que permitan materializar y mantener constantemente la prestación del derecho fundamental a la salud
3.2.1.4. Artículos 6 y 11
“Artículo 6°. Elementos y principios del derecho fundamental a la salud. El derecho fundamental a la salud incluye los siguientes elementos esenciales e interrelacionados:

a) Disponibilidad. El Estado deberá garantizar la existencia de servicios y tecnologías e instituciones de salud, así como de programas de salud y personal médico y profesional competente;

b) Aceptabilidad. Los diferentes agentes del sistema deberán ser respetuosos de la ética médica así como de las diversas culturas de las personas, minorías étnicas, pueblos y comunidades, respetando sus particularidades socioculturales y cosmovisión de la salud, permitiendo su participación en las decisiones del sistema de salud que le afecten, de conformidad con el artículo 12 de la presente ley y responder adecuadamente a las necesidades de salud relacionadas con el género y el ciclo de vida. Los establecimientos deberán prestar los servicios para mejorar el estado de salud de las personas dentro del respeto a la confidencialidad;

c) Accesibilidad. Los servicios y tecnologías de salud deben ser accesibles a todos, en condiciones de igualdad, dentro del respeto a las especificidades de los diversos grupos vulnerables y al pluralismo cultural. La accesibilidad comprende la no discriminación, la accesibilidad física, la asequibilidad económica y el acceso a la información;

d) Calidad e idoneidad profesional. Los establecimientos, servicios y tecnologías de salud deberán estar centrados en el usuario, ser apropiados desde el punto de vista médico y técnico y responder a estándares de calidad aceptados por las comunidades científicas. Ello requiere, entre otros, personal de la salud adecuadamente competente, enriquecida con educación continua e investigación científica y una evaluación oportuna de la calidad de los servicios y tecnologías ofrecidos.

Así mismo, el derecho fundamental a la salud comporta los siguientes principios:

a) Universalidad. Los residentes en el territorio colombiano gozarán efectivamente del derecho fundamental a la salud en todas las etapas de la vida;

b) Pro homine. Las autoridades y demás actores del sistema de salud, adoptarán la interpretación de las normas vigentes que sea más favorable a la protección del derecho fundamental a la salud de las personas;

c) Equidad. El Estado debe adoptar políticas públicas dirigidas específicamente al mejoramiento de la salud de personas de escasos recursos, de los grupos vulnerables y de los sujetos de especial protección;

d) Continuidad. Las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido de manera intempestiva y arbitraria por razones administrativas o económicas;

e) Oportunidad. La prestación de los servicios y tecnologías de salud que se requieran con necesidad deben proveerse sin dilaciones que puedan agravar la condición de salud de las personas;

f) Prevalencia de derechos. El Estado debe implementar medidas concretas y específicas para garantizar la atención integral a niñas, niños y adolescentes. En cumplimiento de sus derechos prevalentes establecidos por la Constitución Política. Dichas medidas se formularán por ciclos vitales: prenatal hasta seis (6) años, de los (7) a los catorce (14) años, y de los quince (15) a los dieciocho (18) años;

g) Progresividad del derecho. El Estado promoverá la correspondiente ampliación gradual y continua del acceso a los servicios y tecnologías de salud, la mejora en su prestación, la ampliación de capacidad instalada del sistema de salud y el mejoramiento del talento humano, así como la reducción gradual y continua de barreras culturales, económicas, geográficas, administrativas y tecnológicas que impidan el goce efectivo del derecho fundamental a la salud; 

h) Libre elección. Las personas tienen la libertad de elegir sus entidades de salud dentro de la oferta disponible según las normas de habilitación;

i) Sostenibilidad. El Estado dispondrá, por los medios que la ley estime apropiados, los recursos necesarios y suficientes para asegurar progresivamente el goce efectivo del derecho fundamental a la salud, de conformidad con las normas constitucionales de sostenibilidad fiscal;

j) Solidaridad. El sistema está basado en el mutuo apoyo entre las personas, generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades;

k) Eficiencia. El sistema de salud debe procurar por la mejor utilización social y económica de los recursos, servicios y tecnologías disponibles para garantizar el derecho a la salud de toda la población;

l) Interculturalidad. Es el respeto por las diferencias culturales existentes en el país y en el ámbito global, así como el esfuerzo deliberado por construir mecanismos que integren tales diferencias en la salud, en las condiciones de vida y en los servicios de atención integral de las enfermedades, a partir del reconocimiento de los saberes, prácticas y medios tradicionales, alternativos y complementarios para la recuperación de la salud en el ámbito global;

m) Protección a los pueblos indígenas. Para los pueblos indígenas el Estado reconoce y garantiza el derecho fundamental a la salud integral, entendida según sus propias cosmovisiones y conceptos, que se desarrolla en el Sistema Indígena de Salud Propio e Intercultural (SISPI);

n) Protección pueblos y comunidades indígenas, ROM y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. Para los pueblos y comunidades indígenas, ROM y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, se garantizará el derecho a la salud como fundamental y se aplicará de manera concertada con ellos, respetando sus costumbres.

Parágrafo. Los principios enunciados en este artículo se deberán interpretar de manera armónica sin privilegiar alguno de ellos sobre los demás. Lo anterior no obsta para que sean adoptadas acciones afirmativas en beneficio de sujetos de especial protección constitucional como la promoción del interés superior de las niñas, niños y mujeres en estado de embarazo y personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de especial protección”.
El artículo 6 establece cuatro elementos y catorce principios institucionales que se interrelacionan para que se pueda hacer efectivo el derecho fundamental a la salud. El primer elemento, la disponibilidad, significa que el Estado debe garantizar la existencia de servicios, tecnologías, instituciones y programas de salud, así como de personal médico y profesional competente. Esto último, como ya se solicitó, debe estar en consonancia con un actualizado catastro o inventario de necesidades en personal profesional médico y paramédico, además de tratamientos, medicamentos, diagnósticos e instalaciones.
Como segundo elemento, la aceptabilidad en asuntos de atención médica responde al respecto a la dignidad, diversidad étnica y  cultural, y a los derechos fundamentales de libre desarrollo de la personalidad y a la libertad religiosa y de cultos, al prescribir que los diversos agentes del sistema deben ser respetuosos de la ética médica así como de las diversas culturas de las personas, minorías étnicas, pueblos y comunidades, respetando sus particularidades socioculturales y cosmovisión de la salud, permitiendo su participación en las decisiones del sistema de salud que les afecten, y responder adecuadamente a las necesidades de salud relacionadas con el género y el ciclo de vida, para lo cual los establecimientos deberán prestar los servicios para mejorar el estado de salud de las personas dentro del respeto a la confidencialidad. 

Como la aceptabilidad implica la respuesta adecuada a las necesidades de salud relacionadas con el ciclo de vida por parte de todos los agentes del sistema de salud, teniendo en cuenta que el ciclo de vida parte de la premisa que el derecho fundamental a la vida es inviolable y con el fin de potenciar y reafirmar la protección reforzada de las mujeres en estado de embarazo en una forma integral como lo consagra el parágrafo del mismo artículo 6 que aquí se analiza y que fue la intención que animó al legislador durante todo el trámite del presente proyecto de ley estatutaria, se debe entender que las necesidades de salud relacionadas con el ciclo de vida comienzan desde la concepción misma y deben ser atendidas por igual para la madre y el nasciturus para garantizar sus derechos fundamentales a la vida y a la salud, especialmente cuando hay enfermedades que afectan a la madre durante el embarazo (v.gr. cardiopatías severas, enfermedad renal, etc. Fuente: http://www.msdsalud.es/manual-merck-hogar.aspx?u=/publicaciones/mmerck_hogar/seccion_22/seccion_22_246.html ) y que obligan a tomar decisiones para proteger al feto.
Como tercer elemento esencial, la definición de la accesibilidad en materia de salud está plenamente en consonancia con la materialización del derecho fundamental a la salud, al prescribir que los servicios y tecnologías de salud deben ser accesibles a todos, en condiciones de igualdad, dentro del respeto a las especificidades de los diversos grupos vulnerables y al pluralismo cultural, lo que comprende la no discriminación, la accesibilidad física, la asequibilidad económica y el acceso a la información.
En cuanto al cuarto elemento, referente a la calidad e idoneidad profesional, este está enfocado apropiadamente en función de la materialización del derecho fundamental a la salud, al prescribir que los establecimientos, servicios y tecnologías de salud deberán estar centrados en el usuario, ser apropiados desde el punto de vista médico y técnico y responder a estándares de calidad aceptados por las comunidades científicas, lo cual requiere, entre otros, personal de la salud adecuadamente competente, enriquecido con educación continua e investigación científica y una evaluación oportuna de la calidad de los servicios y tecnologías ofrecidos. 
Aquí se hace necesario insistir en que debe revisarse y actualizarse el catastro referente a los profesionales especializados en las diferentes áreas de la salud, para evitar precisamente la negación del acceso a la salud como derecho fundamental por falta de personal especializado, y, en consecuencia, exigir a los aseguradores y prestadores el cubrimiento necesario en todas las áreas especializadas de la salud. De igual manera, se hace necesario insistir en la profundización en investigación científica médica que mantenga al día al país en la materia, depure los procedimientos y tratamientos médicos, y permita construir soluciones que hagan más eficiente, eficaz y económica la prestación de la salud, y, por ende, más viable el derecho fundamental.
De otra parte, en cuanto a los principios, todos buscan darle direccionamiento y materialización al derecho fundamental a la salud. Así, se tiene que el de universalidad, establecido constitucionalmente como un elemento fundamental de la prestación de la salud, prescribe que, todos y cada uno de los habitantes de Colombia, deben gozar efectivamente del derecho fundamental a la salud en todas las etapas de la vida. El de pro homine impone a las autoridades y a todos los actores del sistema de salud la adopción de la interpretación de las normas vigentes que sea más favorable a la protección del derecho fundamental a la salud de todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
El de equidad exige al Estado adoptar políticas públicas incluyentes dirigidas específicamente al mejoramiento de la salud de personas de escasos recursos, de los grupos vulnerables y de los sujetos de especial protección, lo que se reafirma con lo establecido en el parágrafo del mismo artículo 6, en cuanto a que se pueden adoptar acciones afirmativas en beneficio de sujetos de especial protección constitucional y la promoción del interés superior de la niñez, las mujeres gestantes, personas de escasos recursos económicos, grupos vulnerables y sujetos de especial protección. 
Aquí cabe aclarar que la intención o consecuencia que se deriva del desarrollo y aplicación del principio de equidad en el contexto del proyecto de ley estatutaria, cual es la discriminación positiva en materia de acceso de salud para los grupos y personas sujetos de especial protección, no debe estar limitada por ningún tipo de restricción administrativa o económica, porque da para interpretar que caben restricciones justificadas para el acceso a la salud del resto de los habitantes de Colombia, lo cual no tiene aceptación de ninguna naturaleza frente al espíritu e intención del proyecto de ley estatutaria objeto de revisión judicial automática de constitucionalidad.
Por tanto, este es un principio que se entiende válido para reconocer que en Colombia existen discriminaciones en materia de salud que demandan del Estado respuestas inmediatas y aceleradas para incluir tales poblaciones vulnerables bajo el mismo tratamiento que se le debe dar a todos y a cada uno de los habitantes de Colombia, pero eso debe ser entendido y comprendido en el sentido de ajustarse al espíritu del proyecto de ley de reconocer y garantizar la salud como un derecho fundamental en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, por lo que las acciones afirmativas a cargo del Estado y de los agentes del Sistema deben entenderse encaminadas a incluir en forma inmediata a tales poblaciones en el contexto de la garantía al acceso a la salud como derecho fundamental en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, términos en los cuales se solicitará que se declare ajustado al orden superior el principio de equidad analizado.
En el mismo sentido condicionado y por ser expresión concreta del principio de equidad se solicitará que se declaren ajustados al orden constitucional la adopción de acciones afirmativas en beneficio de sujetos de especial protección constitucional como la promoción del interés superior de las niñas, niños y mujeres en estado de embarazo y personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de especial protección, en los términos consagrados en el segundo párrafo del parágrafo del artículo 6 del proyecto de ley estatutaria que se revisa, así como lo aprobado en el primer inciso y los parágrafos 1º y 2º del artículo 11 ibídem, porque desarrollan en forma concreta lo relacionado con el principio de equidad en el sentido de establecer acciones afirmativas para proteger el derecho fundamental de los sujetos de especial protección, como se puede ver en la redacción del mismo así:
“Artículo 11. Sujetos de especial protección. La atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de embarazo, desplazados, víctimas de violencia y del conflicto armado, la población adulta mayor, personas que sufren de enfermedades huérfanas y personas en condición de discapacidad, gozarán de especial protección por parte del Estado. Su atención en salud no estará limitada por ningún tipo de restricción administrativa o económica. Las instituciones que hagan parte del sector salud deberán definir procesos de atención intersectoriales e interdisciplinarios que le garanticen las mejores condiciones de atención.

En el caso de las mujeres en estado de embarazo, se adoptarán medidas para garantizar el acceso a los servicios de salud que requieren con necesidad durante el embarazo y con posterioridad al mismo y para garantizar que puedan ejercer sus derechos fundamentales en el marco del acceso a servicios de salud. 

Parágrafo 1°. Las víctimas de cualquier tipo de violencia sexual tienen derecho a acceder de manera prioritaria a los tratamientos sicológicos y siquiátricos que requieran. 

Parágrafo 2°. En el caso de las personas víctimas de la violencia y del conflicto armado, el Estado desarrollará el programa de atención psicosocial y salud integral a las víctimas de que trata el artículo 137 de la Ley 1448 de 2011.”.
En cuanto al segundo párrafo del artículo 11 estatutario, su contenido responde al principio de equidad en el mismo sentido que el resto del artículo, pero como aquí se involucra el interés superior de dos seres humanos representados en la prolongación de la vida de la especie humana a partir del momento de la concepción, por lo que cabe su conformidad con el orden constitucional pero en función del elemento esencial de aceptabilidad en cuanto a que implica la respuesta adecuada a las necesidades de salud relacionadas con el ciclo de vida por parte de todos los agentes del sistema de salud, teniendo en cuenta que el ciclo de vida arranca de la premisa que el derecho fundamental a la vida es inviolable y con el fin de potenciar y reafirmar la protección reforzada de las mujeres en estado de embarazo en una forma integral como lo consagra el parágrafo del mismo artículo 6 que aquí ya se analizó y que fue la intención que animó al legislador durante todo el trámite del presente proyecto de ley estatutaria, se debe entender que las necesidades de salud relacionadas con el ciclo de vida comienzan desde la concepción misma y deben ser atendidas por parte de todos los agentes del sistema de salud por igual para la madre y el nasciturus para garantizar sus derechos fundamentales a la vida y a la salud, especialmente cuando hay enfermedades que afectan a la madre durante el embarazo (v.gr. cardiopatías severas, enfermedad renal, etc. Fuente: http://www.msdsalud.es/manual-merck-hogar.aspx?u=/publicaciones/mmerck_hogar/seccion_22/seccion_22_246.html ) y que obligan a tomar decisiones para proteger al feto.
Lo que sí resulta contrario a la intención de asegurar la especial protección de las mujeres en embarazo y el acceso a la salud como derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral es lo relacionado con garantizarles el acceso a los servicios de salud que requieran con necesidad, porque este criterio de necesidad se convierte en un calificativo estandarizante administrativamente hablando y, por ende, excluyente de servicios de salud para las mujeres embarazadas, máxime cuando la necesidad es un asunto que califica el médico tratante en cada caso concreto según su formación profesional y experiencia, razón por la cual se solicitará su exclusión del orden jurídico.
En el mismo sentido de garantizar el acceso a la salud de los sujetos de especial protección y el acceso a la salud como derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, se observa que resulta contrario a tales intenciones constitucionales y legales estatutarias lo correspondiente a la condición de no privilegiar ninguno de los principios que comporta el derecho fundamental de acceso a la salud sobre los demás, porque esa condición se constituye en una camisa de fuerza interpretativa que permite justificar la negación del acceso a la salud para cada caso en concreto, razones por las cuales se solicitará se declare su inconstitucionalidad.
Lo mismo se solicitará para la expresión “e interrelacionados” contenida en el primer inciso del mismo artículo, porque su significado está íntimamente relacionado con el condicionante ya analizado que los principios enunciados en el artículo 6 se deben interpretar de manera armónica sin privilegiar alguno de ellos sobre los demás, lo que en la práctica puede conducir a un limitación del acceso a la salud por incertidumbre o duda en la aplicación de los mismos, inclusive como justificación en el nivel judicial para haber limitado o negado el acceso a la salud, lo cual es contrario al espíritu del proyecto de ley estatutaria objeto de análisis en cuanto a que éste tiene la intención y finalidad de reconocer y garantizar la salud como un derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral.
El principio de continuidad establece como derecho -entiéndase fundamental- para todos los habitantes de Colombia, a recibir los servicios de salud de manera continua, lo que implica, entre otras cosas, que una vez iniciada la provisión de un servicio, la misma no debe ser interrumpida de manera intempestiva y arbitraria por razones económicas o administrativas. En este sentido, que quepa la posibilidad de interrumpir la provisión de un servicio o tratamiento de salud ya iniciado su suministro o cubrimiento, por cualquier tipo de razón, resulta contrario al espíritu y esencia de la salud como derecho fundamental que se debe garantizar en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, por lo que se solicitará se declare contrario al orden superior dicha posibilidad ya que, una vez iniciado la provisión o suministro de un servicio médico, el mismo no debe ser interrumpido por ningún tipo de decisión o justificación y debe terminarse de cubrir o suministrar en forma integral y total, según los requerimientos médicos para cada caso en concreto.
El de oportunidad implica que la prestación de los servicios y tecnologías de salud que se requieran deben proveerse sin dilaciones que puedan agravar la condición de salud de las personas. En este sentido, debe entenderse que para los casos de emergencias y de enfermedades cuyo diagnóstico, tratamiento y controles postratamiento no se deben dilatar porque comprometen en forma grave o irreversible la vida o la integridad del paciente (v.gr. cáncer, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, cardiopatías severas, riesgos de accidentes cerebrovasculares, enfermedades siquiátricas severas –esquizofrenia paranoide, depresión-, hemofilias, etc.), la autoridad directa e indiscutible previamente en sus decisiones es el médico remitente, el médico que hace el diagnóstico y el médico tratante, por lo que sus decisiones deben estar debidamente justificadas o motivadas y no pueden estar sometidas a ningún tipo de control administrativo o judicial previo ni de dilación en su cumplimiento. Por tanto, en ese sentido se solicitará la conformidad del principio de oportunidad con el ordenamiento superior.
Lo que no resulta conforme con los mandatos constitucionales en materia de derechos fundamentales en lo relacionado con el principio de oportunidad, es lo que corresponde al criterio de necesidad para la prestación de los servicios y tecnologías de salud que se requieran para cada caso en concreto, por tratarse de un criterio que permite interpretaciones excluyentes de servicios y tecnologías a suministrar, lo cual resulta contrario al fin del proyecto de ley estatutaria que se revisa en esta instancia judicial,  cual es de garantizar el derecho fundamental a la salud  para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral. Por tanto, se solicitará que se declare inexequible dicho condicionamiento al principio de oportunidad.
En cuanto a la materialización del derecho fundamental constitucional a la salud para infantes y adolescentes, se le impone al Estado la implementación de medidas concretas y específicas para garantizar la atención integral a niñas, niños y adolescentes, organizando su cubrimiento por ciclos vitales, lo cual se comprende como una reafirmación del derecho fundamental a la salud en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en función de la niñez y la adolescencia a partir de la etapa prenatal, lo que debe entenderse en consonancia con lo manifestado por la presente Vista Fiscal de constitucionalidad en relación con el elemento de aceptabilidad entendido como una expresión del derecho fundamental a la salud. 
El mismo razonamiento de reafirmación del derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral cabe en relación con la protección de los pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.
La libre elección permite a las personas escoger sus entidades de salud, según la oferta disponible habilitada. El principio de solidaridad se constituye en la base económica que vincula a todos los actores del sistema de salud para que, económica y materialmente, se pueda materializar el derecho fundamental a la salud, al disponer que el sistema de salud está basado en el mutuo apoyo entre las personas, generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades. 
El principio de eficiencia está encaminado a responder a la garantía de la salud como derecho fundamental prestado en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia cuando establece que el sistema de salud debe procurar por la mejor utilización social y económica de los servicios y tecnologías disponibles para garantizar el derecho a la salud de toda la población; pero no se puede decir lo mismo en cuanto a la eficiencia entendida por el legislador como la mejor utilización social y económica de los recursos disponibles para garantizar el derecho a la salud de toda la población, porque implícitamente se está limitando el acceso a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, como derecho fundamental, a los recursos disponibles, lo cual es un contrasentido constitucional y contra la intención de la ley estatutaria objeto del actual trámite de control judicial automático de constitucionalidad, que consiste en garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, por lo que se solicitará se declare contrario al orden superior.
El parámetro de aceptabilidad se correlaciona con los principios de interculturalidad y de protección a los pueblos indígenas, ROM, negros, afrocolombianos, raizales y palenqueros, garantizándoles su derecho fundamental a la salud a partir del reconocimiento de sus saberes, prácticas y medios tradicionales, alternativos y complementarios para la recuperación de la salud en el ámbito global. En términos generales, los parámetros y principios analizados deben ser interpretados y aplicados de manera armónica, en función de la garantía del derecho fundamental de acceso a la salud, lo cual así se solicitará a la Corte Constitucional declarar.
Ahora bien, en relación con el principio de progresividad del derecho de acceso a la salud, en la forma establecida en el literal g) del artículo 6 del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, el mismo es totalmente contrario al espíritu de la norma estatutaria, ya que, en la práctica, deja el derecho a la salud en el estado inicial de derecho social y económico como fue establecido en el año de 1991, con las vicisitudes que ello ha implicado hasta el día de hoy en contra del acceso al servicio de salud en asuntos de cobertura y calidad, tal como su contenido lo demuestra, así:
“g) Progresividad del derecho. El Estado promoverá la correspondiente ampliación gradual y continua del acceso a los servicios y tecnologías de salud, la mejora en su prestación, la ampliación de capacidad instalada del sistema de salud y el mejoramiento del talento humano, así como la reducción gradual y continua de barreras culturales, económicas, geográficas, administrativas y tecnológicas que impidan el goce efectivo del derecho fundamental a la salud”.

Por tanto, se solicitará a la Corporación Judicial declarar contrario al orden superior dicho principio de progresividad del derecho por desnaturalizar la finalidad de la norma estatutaria, cual es la de darle el alcance de derecho fundamental al acceso a la salud en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, en lo que a su característica fundamental se refiere, cual es la de ser un derecho de ejecución o aplicación inmediata y no sometido a vicisitudes,  excusas o justificaciones que pongan en peligro la vida, la integridad o la dignidad de todos y cada uno de los habitantes de Colombia. 
La misma solicitud de inconstitucionalidad ha de hacerse en relación con el principio de sostenibilidad consagrado en el literal i) del mismo artículo 6 estatutario, debido a que somete el derecho fundamental a la salud a la disposición de recursos que haya destinado el Estado para su cubrimiento progresivo, de conformidad con las normas constitucionales de sostenibilidad fiscal, lo que también desnaturaliza la finalidad de la norma estatutaria, que es la de darle el alcance de derecho fundamental al acceso a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, en lo que a su característica fundamental se refiere, cual es la de ser un derecho de ejecución o aplicación inmediata, y no de prestación progresiva y sometido a vicisitudes,  excusas o justificaciones que pongan en peligro la vida, la integridad o la dignidad de todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
De hecho y como ya se dijo, ni el mismo artículo 334 de la Carta Política, al regular la intervención del Estado en la economía con el fin de conseguir los fines estatales de redistribución del ingreso y de las oportunidades de manera progresiva dentro de un marco de disponibilidad fiscal, limita, menoscaba, restringe el alcance o niega la protección efectiva de los derechos fundamentales, tal como lo determina su parágrafo en los siguientes términos:
“Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva”.

3.2.1.5. Artículo 7
“Artículo 7°. Evaluación anual de los indicadores del goce efectivo. El Ministerio de Salud y Protección Social divulgará evaluaciones anuales sobre los resultados de goce efectivo del derecho fundamental a la salud, en función de los elementos esenciales de accesibilidad, disponibilidad, aceptabilidad y calidad.

Con base en los resultados de dicha evaluación se deberán diseñar e implementar políticas públicas tendientes a mejorar las condiciones de salud de la población. 

El informe sobre la evolución de los indicadores de goce efectivo del derecho fundamental a la salud deberá ser presentado a todos los agentes del sistema.”.
El artículo 7 establece una herramienta de evaluación anual del goce efectivo del derecho fundamental a la salud, en función de los elementos esenciales de accesibilidad, disponibilidad, aceptabilidad y calidad, con el fin de diseñar e implementar políticas públicas tendientes a mejorar las condiciones de salud de la población y establecer un control social y político sobre tales resultados, lo cual busca consolidar dicho derecho desde el punto de vista del seguimiento institucional, por lo que resulta ajustado al orden superior.
3.2.1.6. Artículo 8
“Artículo 8°. La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario. 

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un ser vicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.

Parágrafo. Para efectos del presente artículo se entiende por tecnología o servicio de salud aquellos directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico. Aquellos servicios de carácter individual que no estén directamente relacionados con el tratamiento y cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico, podrán ser financiados, en caso de que no existiese capacidad de pago, con recursos diferentes a los destinados al cubrimiento de los servicios y tecnologías en salud, en el marco de las políticas sociales del Estado”.
El artículo 8 establece la integralidad como una respuesta institucional acorde con la plena satisfacción del derecho fundamental a la salud en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, al determinar que los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador, sin que sea procedente la fragmentación de cualquier servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario. 
De igual manera, se establece que en los casos en que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se debe entender que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada, lo cual está en consonancia con lo ya indicado sobre una prestación proporcional y racional del servicio de salud para lograr la cobertura universal en función de la satisfacción del derecho fundamental a su cargo, donde sólo se debe cubrir lo estrictamente necesario para combatir la enfermedad, especialmente en lo que concierne a la preservación de los derechos a la vida, a la integridad de las personas y a su dignidad, para lo cual todo el Sistema de Salud debe obrar bajo los principios de planeación, eficiencia, eficacia, efectividad y buena fe, en lo que tiene que ver con su dirección, regulación, control, aseguramiento y prestación, por lo que no resultan aceptables prescripciones, servicios o tratamientos no relacionados directamente con el combate de la enfermedad para el caso en concreto, o innecesarios, inapropiados o suntuarios.
En consonancia con lo anterior, el parágrafo de dicho artículo 8 señala que se entiende por tecnología o servicio de salud aquellos directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico, estableciendo como diferencia en la atención que aquellos servicios de carácter individual que no estén directamente relacionados con el tratamiento y cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico, podrán ser financiados, en caso que no existiese capacidad de pago del paciente para ello, con recursos diferentes a los destinados al cubrimiento de los servicios y tecnologías en salud, en el marco de las políticas sociales del Estado.
Ante dicha parametrización de costos de salud que deben ser cubiertos directamente por los usuarios, debe tenerse en cuenta que existe una serie de gastos y servicios de carácter individual que no están directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico para cada caso en concreto pero que, desde los puntos de vista económico y por razones de dignidad humana, son necesarios para poder acceder al diagnóstico, tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo, terapéutico o paliativo de enfermedades, tales como  gastos de trasporte y alojamiento para el paciente y su acompañante en los casos que el paciente no puede valerse por sí mismo, pañales, etc., y que por razones de incapacidad o debilidad económica manifiesta no pueden ser cubiertos por los pacientes; incapacidad que debe analizarse según sus contextos socioeconómicos de ingresos y gastos y no únicamente en forma absoluta para las personas que viven en extrema pobreza o indigencia, como en el evento de personas que ganan uno, dos o hasta cuatro salarios mínimos legales mensuales vigentes pero apenas les alcanza para sus gastos diarios y los de su familia y no tienen como cubrir gastos y servicios de alojamiento y transporte a otras partes del país para efectos de diagnóstico y tratamiento, o el paciente o usuario que viviendo en la misma ciudad, pueblo o vereda no tiene como cubrir los gastos de transporte en bus, taxi o ambulancia. En esos casos, el Estado debe entrar a cubrir las necesidades económicas requeridas en materia de gastos y servicios para poder acceder al tratamiento y al cumplimiento del objetivo preventivo, terapéutico o paliativo de la enfermedad.
De igual manera, debe entenderse que existen unos servicios de salud que si bien en forma aparente no están directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico, desde el punto de vista de la dignidad humana sí lo están, entre los que se pueden citar, de manera enunciativa, las cirugías reconstructivas como consecuencia de mastectomías por causas patógenas, especialmente cáncer de seno, las cirugías plásticas para corregir desfiguraciones por accidentes, el suministro de prótesis, etc.
Por  tanto y para garantizar el derecho fundamental a la salud en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, se solicitará que se declare ajustado al orden superior la integralidad de la prestación del servicio de salud bajo el entendido que los servicios de salud directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo, terapéutico o paliativo de la enfermedad cubre los relacionados con la protección de la dignidad humana como consecuencia de causas patógenas, traumáticas, iatrogénicas o derivadas del tratamiento médico; y que existen gastos y servicios de carácter individual que no están directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico pero que, desde los puntos de vista económico y por razones de dignidad humana, son necesarios para poder acceder al diagnóstico, tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo, terapéutico o paliativo de enfermedades, que deben ser cubiertos por el Estado cuando por razones de incapacidad o debilidad económica manifiesta según sus contextos socioeconómicos de ingresos y gastos, no pueden ser cubiertos por los pacientes.
3.2.1.7. Artículo 9
“Artículo 9°. Determinantes sociales de salud. Es deber del Estado adoptar políticas públicas dirigidas a lograr la reducción de las desigualdades de los determinantes sociales de la salud que incidan en el goce efectivo del derecho a la salud, promover el mejoramiento de la salud, prevenir la enfermedad y elevar el nivel de la calidad de vida. Estas políticas estarán orientadas principalmente al logro de la equidad en salud.

El legislador creará los mecanismos que permitan identificar situaciones o políticas de otros sectores que tienen un impacto directo en los resultados en salud y determinará los procesos para que las autoridades del sector salud participen en la toma de decisiones conducentes al mejoramiento de dichos resultados.

Parágrafo. Se entiende por determinantes sociales de salud aquellos factores que determinan la aparición de la enfermedad, tales como los sociales, económicos, culturales, nutricionales, ambientales, ocupacionales, habitacionales, de educación y de acceso a los servicios públicos, los cuales serán financiados con recursos diferentes a los destinados al cubrimiento de los servicios y tecnologías de salud”.
El artículo 9 de la norma estatutaria define los determinantes sociales de la salud y las demás políticas que incidan en el goce efectivo de dicho derecho, en función de la equidad en el acceso al servicio y su atención. Se trata de parámetros para formular políticas públicas que contribuyan a dar una respuesta institucional efectiva a la intención del legislador estatutario de elevar la salud al rango de derecho fundamental en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia. Algo fundamental en el establecimiento de los determinantes sociales de la salud, es que los mismos deben ser objeto de políticas públicas complementarias que deben ser financiadas con recursos diferentes a los del sistema de salud.
Como en relación con los determinantes sociales de la salud, una de las obligaciones del Estado es adoptar políticas públicas para prevenir la enfermedad, esto se logra en forma igualitaria para todos los colombianos mediante medicina preventiva, educación y cultura. Una de las maneras de prevenir muchas enfermedades es mediante el uso de las vacunas, con el fin asegurar la mayor cantidad y calidad de vida a menores costos para el Sistema de Salud en el futuro. Otra, mediante una educación sexual responsable a partir de la enseñanza y reforzamiento en los valores del ser humano, en forma individual y en su vida de relación, teniendo en cuenta que las enfermedades de transmisión sexual, especialmente el síndrome de inmunodeficiencia adquirida, están aumentando en la población ente los 10 y los 19 años por falta de educación sexual y una “libertad” sin límites de la juventud (Fuente: Diario impreso El Tiempo. Bogotá, 1 de diciembre de 2013, páginas 14, 15). Y otra más es mediante el aprendizaje y uso de buenos hábitos de higiene y de salud mental.

Por tanto, para garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral desde el punto de vista preventivo que redunde en mayor calidad de vida a bajos costos para el Sistema de Salud, se solicitará la conformidad de la obligación estatal para reducir las desigualdades en materia de los determinantes sociales de la salud o la enfermedad bajo los entendidos que absolutamente todas las vacunas, tanto las actuales como las venideras, deben ser gratis para todos los habitantes de Colombia; la exigencia del incremento de la educación sexual responsable y basada en valores en las aulas de la educación primaria, secundaria y de pregrado universitario, y más allá de las aulas a través del uso social obligatorio de las tecnologías de la información y comunicación; y una campaña constante del debido y apropiado lavado de manos utilizando agua y jabón, también mediante el uso social obligatorio de las tecnologías de la información y comunicación; el incremento de las políticas en materia de salud pública para el control de la malaria o paludismo; y la promoción masificada de la salud física y mental para controlar el estrés en todos los ámbitos de la sociedad.
3.2.1.8. Artículo 10
“Artículo 10. Derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Las personas tienen los siguientes derechos relacionados con la prestación del servicio de salud:

a) A acceder a los servicios y tecnologías de salud, que le garanticen una atención integral, oportuna y de alta calidad;

b) Recibir la atención de urgencias que sea requerida con la oportunidad que su condición amerite sin que sea exigible documento o cancelación de pago previo alguno;

c) A mantener una comunicación plena, permanente, expresa y clara con el profesional de la salud tratante; 

d) A obtener información clara, apropiada y suficiente por parte del profesional de la salud tratante que le permita tomar decisiones libres, conscientes e informadas respecto de los procedimientos que le vayan a practicar y riesgos de los mismos. Ninguna persona podrá ser obligada, contra su voluntad, a recibir un tratamiento de salud;

e) A recibir prestaciones de salud en las condiciones y términos consagrados en la ley;

f) A recibir un trato digno, respetando sus creencias y costumbres, así como las opiniones personales que tengan sobre los procedimientos;

g) A que la historia clínica sea tratada de manera confidencial y reservada y que únicamente pueda ser conocida por terceros, previa autorización del paciente o en los casos previstos en la ley, y a poder consultar la totalidad de su historia clínica en forma gratuita y a obtener copia de la misma;

h) A que se le preste durante todo el proceso de la enfermedad, asistencia de calidad por trabajadores de la salud debidamente capacitados y autorizados para ejercer; 

i) A la provisión y acceso oportuno a las tecnologías y a los medicamentos requeridos; 

j) A recibir los servicios de salud en condiciones de higiene, seguridad y respeto a su intimidad;

k) A la intimidad. Se garantiza la confidencialidad de toda la información que sea suministrada en el ámbito del acceso a los servicios de salud y de las condiciones de salud y enfermedad de la persona, sin perjuicio de la posibilidad de acceso a la misma por los familiares en los eventos autorizados por la ley o las autoridades en las condiciones que esta determine;

l) A recibir información sobre los canales formales para presentar reclamaciones, quejas, sugerencias y en general, para comunicarse con la administración de las instituciones, así como a recibir una respuesta por escrito; 

m) A solicitar y recibir explicaciones o rendición de cuentas acerca de los costos por los tratamientos de salud recibidos;

n) A que se le respete la voluntad de aceptación o negación de la donación de sus órganos de conformidad con la l ey;

o) A no ser sometidos en ningún caso a tratos crueles o inhumanos que afecten su dignidad, ni a ser obligados a soportar sufrimiento evitable, ni obligados a padecer enfermedades que pueden recibir tratamiento;

p) A que no se le trasladen las cargas administrativas y burocráticas que les corresponde asumir a los encargados o intervinientes en la prestación del servicio; 

q) Agotar las posibilidades razonables de tratamiento efectivo para la superación de su enfermedad.

Son deberes de las personas relacionados con el servicio de salud, los siguientes:

a) Propender por su autocuidado, el de su familia y el de su comunidad;

b) Atender oportunamente las recomendaciones formuladas en los programas de promoción y prevención;

c) Actuar de manera solidaria ante las situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas;

d) Respetar al personal responsable de la prestación y administración de los servicios salud;

e) Usar adecuada y racionalmente las prestaciones ofrecidas, así como los recursos del sistema;

f) Cumplir las normas del sistema de salud;

g) Actuar de buena fe frente al sistema de salud;

h) Suministrar de manera oportuna y suficiente la información que se requiera para efectos del servicio;

i) Contribuir solidariamente al financiamiento de los gastos que demande la atención en salud y la seguridad social en salud, de acuerdo con su capacidad de pago. 

Parágrafo 1°. Los efectos del incumplimiento de estos deberes solo podrán ser determinados por el legislador. En ningún caso su incumplimiento podrá ser invocado para impedir o restringir el acceso oportuno a servicios de salud requeridos con necesidad.

Parágrafo 2°. El Estado deberá definir las políticas necesarias para promover el cumplimiento de los deberes de las personas, sin perjuicio de lo establecido en el parágrafo 1°”.
El artículo 10 se refiere a los derechos y a los deberes de todas y cada una de las personas residentes en Colombia, relacionados con la prestación del servicio de salud. En cuanto a los primeros, los mismos están encaminados a materializar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, en lo que al acceso al mismo se refiere en forma efectiva y eficaz, respetando su intimidad, confidencialidad, creencias, libre desarrollo de la personalidad, consentimiento informado, derecho fundamental de acceso a la información, y no imponiéndole cargas administrativas y burocráticas que obligatoriamente debe asumir el Sistema de Salud, para evitar que estas cargas se conviertan en barreras de acceso a la salud que hagan nugatorio el derecho fundamental.
En cuanto al derecho de toda persona residente en nuestro país de recibir prestaciones de salud en los términos y condiciones que la ley haya consagrado, el hecho de someter el acceso a la salud a dichos términos y condiciones implica que por la vía legal se puede limitar el acceso a la salud, como de hecho ya se ha demostrado al analizar otros apartados anteriores del presente proyecto de ley estatutaria objeto de control judicial automático de constitucionalidad, lo cual resulta contrario al espíritu de este proyecto de ley estatutaria cual es elevar la salud al grado de derecho fundamental que debe ser cubierto en forma universal, integral, eficiente, eficaz y efectiva, por lo que se solicitará la exclusión del orden jurídico de ese condicionamiento legal de acceso a la salud por su no conformidad con el orden superior.
Lo mismo puede decirse en relación con el derecho de todo habitante de Colombia a que se agoten las posibilidades razonables de tratamiento efectivo para la superación de la enfermedad, porque la interpretación de lo que es razonable que, potencialmente, lleguen a hacer los actores del Sistema de Salud se presta o puede prestarse para limitar el acceso a la salud. De otra parte, en cuanto a agotar las posibilidades de tratamiento efectivo únicamente para la superación de la enfermedad, deja por fuera la obligación del Sistema de Salud de agotar todas las posibilidades de tratamiento efectivo para los casos que requieren tratamientos paliativos o de sostén o de control de avance de las enfermedades que no tienen tratamientos efectivos para la superación de las mismas (v.gr. enfermedades siquiátricas, huérfanas, hemofilias, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, etc.), lo cual resulta contrario no sólo al derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, sino que comprometen la vida, la integridad o la dignidad de tales personas. Por tanto y con el fin de mantener el principio de preservación del derecho como garantía constitucional para la vigencia de un orden justo, se solicitará su exequibilidad bajo el entendido que la obligación del agotamiento de todas las posibilidades de tratamiento efectivo para la superación de la enfermedad como derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia incluye la obligación del Sistema de Salud de agotar todas las posibilidades eficientes, eficaces y efectivas para los casos que requieren tratamientos paliativos o de sostén o de control de avance de las enfermedades que no tienen tratamientos efectivos para la superación de las mismas.
En cuanto a los segundos, se tratan de deberes fundamentales, razón por la cual hacen parte e la regulación estatutaria analizada, unos de carácter moral y otros con efectos vinculantes en el campo de las obligaciones contributivas. Entre ellos se destacan los constitucionales de toda persona de procurar el cuidado integral de su salud, el de su familia y el de su comunidad, y de contribuir solidariamente a los gastos que demande la atención en salud y en seguridad social en salud, de acuerdo con su capacidad de pago, según lo establecido al respecto en los artículos 48, 49, 95 y 363 de la Carta Política. 
En este sentido y teniendo en cuenta que lo consignado en el parágrafo 1° del artículo 10 pareciera tener un sesgo limitativo en el acceso a la salud en cuanto a que el incumplimiento de los deberes en materia de salud no puede ser invocado para impedir o restringir el acceso oportuno pero únicamente a servicios requeridos con necesidad, lo cual genera posibilidades de interpretación que terminan limitando el acceso a la salud, debe entenderse que el incumplimiento de los deberes para con la salud como Institución por parte de todos los habitantes de Colombia no se constituye en ningún obstáculo para el acceso a la salud para todos y cada uno de ellos en forma universal e integral como derecho fundamental que les asiste, sin limitación alguna, lo cual así se solicitará declarar a la Corporación Judicial.
De igual manera, en relación con el deber de contribuir solidariamente al financiamiento de los gastos que demande la atención en salud, pero de acuerdo con su capacidad de pago, debe entenderse que como la salud está diseñada a partir del concepto de aseguramiento económico como un todo basado en la solidaridad y en la equidad contributivas a partir del contexto macroeconómico que se materializa en aportes de tipo tributario y parafiscal (Constitución Política. Artículos, 48, 49, 53, 95, 338 y 363) y no en gastos de bolsillo o patrimoniales o particulares individuales a cargo de cada usuario, se solicitará la conformidad de la obligación contributiva solidaria aludida bajo el entendido que la misma se satisface a partir de los aportes fiscales y parafiscales que al respecto determine el legislador y no con gastos de bolsillo tales como cobros de porcentajes por cada servicio o tratamiento o sumas fijas por los mismos al momento de necesitarse el acceso a los servicios de salud, porque esto se constituye en barreras económicas contrarias a la salud como derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia que debe ser prestado en forma universal e integral. Esto con el fin de evitar que la vida y el desarrollo en condiciones dignas de los individuos y de sus familias y, por ende, el futuro de la sociedad se vean comprometidos por el empobrecimiento de sus miembros, ante las vicisitudes en materia de accidentes y enfermedades, especialmente las catastróficas, porque ante lo impredecible de la enfermedad y sus costos ningún patrimonio individual da abasto. 
De otra parte, especial mención debe hacerse del deber de todo habitante de Colombia, de usar adecuada y racionalmente las prestaciones ofrecidas, así como los recursos del sistema, porque al parecer hay abusos en el uso de los servicios de urgencias, ya que entre el 40% y el 49% de los pacientes de urgencia no ameritan este servicio, y el 20% acuden al mismo no por razones de salud sino para obtener incapacidades laborales, como lo demuestra un estudio de la Universidad Jorge Tadeo Lozano, según lo publicado al respecto en el periódico El Tiempo del domingo 4 de agosto de 2013, página 26, en los siguientes términos:
“Y lo peor, según un estudio de la Universidad Jorge Tadeo Lozano sobre el uso de las urgencias en Bogotá, es que por lo menos del 40 al 49 por ciento de estos enfermos no ameritaban la atención de emergencia: no padecían síntomas de una urgencia vital que la justificara,, como una quemadura grave, un sangrado abundante o una fiebre incontrolada.

(…)

Del 40 al 49 por ciento de los usuarios que usaron mal las urgencias, cerca de la mitad accedió a ellas para buscar una incapacidad laboral, justificar una ausencia en el trabajo – por tazones distintas a la enfermedad- o evitar el pago de la cuota moderadora exigido en una cita prioritaria o ambulatoria, concluyó el estudio.

(…)

Puso como ejemplo las 265 urgencias diarias que en promedio se registran en la Clínica Reina Sofía, de las cuales apenas el uno por ciento sí corresponden a verdaderas emergencias. Y hay otro 80 por ciento que no requiere atención inmediata…

(…)

Hay personas que fingen diarreas, disfonías o migrañas muy fuertes, sin que las tengan para que se les dé la incapacidad…
(…)

El estudio contratado por Acemi también indagó sobre los principales síntomas que llevan a las urgencias…

La primera causa (21 por ciento) es por dolores u otros síntomas que los propios médicos no aclaran y registran como “diagnóstico no específico””.
También se observan comportamiento indebidos que rayan en lo delincuencial en relación con los fármacos que se suministran para el tratamiento de determinadas patologías, porque hay pacientes que no los usan para combatir o controlar la enfermedad sino que los venden. Dichos comportamientos indebidos y las responsabilidades que de los mismos se derivan cubren también a quienes compran tales medicamentos a precios irrisorios para volverlos a vender.

De igual manera, deben implantarse políticas públicas que permitan a todos los actores y beneficiarios del sistema de salud cumplir con su deber fundamental de autocuidado y prevención en salud. Por ejemplo, debe ser obligación de las entidades públicas, empresas privadas, escuelas, colegios, universidades, suministrar jabón y papel higiénico para usos colectivos de sus comunidades y usuarios internos y externos, amén de mantener unas políticas de aseo de baños de muy alto nivel; como deber correlacionado de los trabajadores y clientes internos y externos, es el de usar en debida forma el jabón y el papel higiénico en el momento en que individualmente se requiera, y no pretender tomarlo como si fuera dotación para sus hogares. Deben constituir faltas disciplinarias y laborales no suministrar los útiles de aseo, como tampoco darles el uso correcto individual para el cual fueron suministrados. Lo anterior debe traer, como valor agregado, el traslado de la cultura de la higiene preventiva a los hogares.
También deben fomentarse e intensificarse políticas públicas de buen uso del tiempo libre, especialmente mediante recreación y deporte diarias (especialmente después de las jornadas laborales), no sólo por salud física cardiovascular, sino, más importante aún, por salud mental y sicológica. De igual manera, debe consolidarse la política de las vacaciones para los trabajadores, y no  su pago en dinero, por las mismas razones de salud ya indicadas.
De igual manera, esos mismos agentes del sistema de salud, especialmente los aseguradores y prestadores, deben tener en cuenta que el incumplimiento de sus deberes fundamentales que redunden en negación del acceso integral al derecho fundamental a la salud, como mínimo, los hace responsables del delito de omisión de socorro establecido en el artículo 131 de la Ley 599 de 2000, el cual prescribe que “[e]l que omitiere, sin justa causa, auxiliar a una persona cuya vida o salud se encontrare en grave peligro, incurrirá en prisión de dos (2) a cuatro (4) años”. Lo anterior sin contar, entre otros, con los delitos de homicidio o lesiones personales que se causen con las conductas negligentes en la negación, dilación o entorpecimiento del acceso o demora en la prestación del servicio.
Esto responde plenamente a la característica esencial de la salud como derecho fundamental, cual es su ejecución o aplicación inmediata, especialmente para proteger al usuario o a sus beneficiarios cuando el empleador no ha efectuado los trámites administrativos o pagos parafiscales al sistema en forma oportuna, o cuando las empresas promotoras de salud o las instituciones prestadoras del servicio no tienen al día las bases de datos y buscan trasladarle tales errores o incumplimientos al usuario.

3.2.2. Capítulo II. Garantía y mecanismos de protección del derecho fundamental a la salud
3.2.2.1. Artículo 12
“Artículo 12. Participación en las decisiones del sistema de salud. El derecho fundamental a la salud comprende el derecho de las personas a participar en las decisiones adoptadas por los agentes del sistema de salud que la afectan o interesan. Este derecho incluye: 

a) Participar en la formulación de la política de salud así como en los planes para su implementación;

b) Participar en las instancias de deliberación, veeduría y seguimiento del Sistema;

c) Participar en los programas de promoción y prevención que sean establecidos;

d) Participar en las decisiones de inclusión o exclusión de servicios y tecnologías;

e) Participar en los procesos de definición de prioridades de salud;

f) Participar en decisiones que puedan significar una limitación o restricción en las condiciones de acceso a establecimientos de salud;

g) Participar en la evaluación de los resultados de las políticas de salud”.
El artículo 12 de la norma estatutaria objeto de revisión establece que forma parte del derecho fundamental a la salud el derecho de todas las personas a participar en las decisiones que vayan a adoptar los agentes del Sistema de Salud que las afecten o les interesen, lo cual, además, constituye un fin esencial del Estado, cual es facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida administrativa de la Nación, a modo de expresión de Colombia como república democrática, participativa y pluralista que pretende y persigue la garantía de un orden político, económico y social justo, al tenor de lo establecido en el preámbulo y los artículos 1 y 2 de la Carta Política.

Ese derecho incluye lo correspondiente a participar en la formulación de las políticas de salud y en su implementación, en las instancias de deliberación, veeduría y seguimiento del sistema de salud, en los programas de promoción y prevención, y en la evaluación de los resultados de tales políticas.
Ahora bien, en lo correspondiente a participar en las decisiones de inclusión o exclusión de servicios o tecnologías, en los procesos de definición de prioridades de salud, o en limitaciones o restricciones en las condiciones de acceso a establecimientos de salud, según lo contemplado al respecto en los literales d), e) y f) del artículo analizado, se percibe que esta participación se puede convertir en un sofisma de distracción que finalmente puede hacer nugatorio el derecho fundamental del acceso a la salud, en cuanto a ser utilizados como procedimientos para legitimar decisiones restrictivas, limitativas o negadoras de dicho derecho, especialmente en las exclusiones de servicios, tecnologías, prioridades de salud o en las condiciones de acceso al servicio (v.gr. poner en conocimiento de la opinión pública el proyecto de decisión, como un requisito formal que no tiene ningún efecto vinculante en la decisión limitativa que se llegue a tomar al respecto). 
En ese sentido, hay que tener en cuenta que la característica esencial del derecho fundamental a la salud es el de ser de aplicación directa e inmediata, según los requerimientos de diagnóstico y tratamiento que el combate de la enfermedad demande para cada caso en concreto, sin que le sean oponibles argumentos tales como que los mismos no pueden ser cubiertos o suministrados debido a que hubo decisiones de inclusión o exclusión de servicios, tecnologías, en las prioridades, en las limitaciones o en las restricciones de las condiciones de acceso a establecimientos de salud, que fueron tomadas con base en los mecanismos de participación aludidos. 

Por tanto, se solicitará a la Corporación Judicial declarar ajustado al orden superior el artículo 12 estatutario, con excepción de sus literales d), e) y f) por ser contrarios a la normatividad fundacional, especialmente al negar o desnaturalizar la concepción de derecho fundamental que estatutariamente se le ha dado a la salud.
3.2.2.2. Artículo 13
“Artículo 13. Redes de servicios. El sistema de salud estará organizado en redes integrales de servicios de salud, las cuales podrán ser públicas, privadas o mixtas”.

El artículo 13 estatutario se refiere a la organización de la salud mediante redes integrales de servicios, públicas, privadas o mixtas, lo cual puede llegar a ser una medida administrativa que redunde en economía de costos para contribuir a hacer más eficiente la prestación del servicio en materia de cobertura universal y en reducción de costos, lo que ayuda a materializar el derecho fundamental de acceso a la salud en forma universal e integral, razón por la que resulta ajustado al orden constitucional.
3.2.2.3. Artículo 14
“Artículo 14. Prohibición de la negación de prestación de servicios. Para acceder a servicios y tecnologías de salud no se requerirá ningún tipo de autorización administrativa entre el prestador de servicios y la entidad que cumpla la función de gestión de servicios de salud cuando se trate de atención inicial de urgencia y en aquellas circunstancias que determine el Ministerio de Salud y Protección Social.

El Gobierno Nacional definirá los mecanismos idóneos para controlar el uso adecuado y racional de dichos servicios y tecnologías en salud.

Parágrafo 1°. En los casos de negación de los servicios que comprenden el derecho fundamental a la salud con independencia a sus circunstancias, el Congreso de la República definirá mediante ley las sanciones penales y disciplinarias, tanto de los Representantes Legales de las entidades a cargo de la prestación del servicio como de las demás personas que contribuyeron a la misma.

Parágrafo 2°. Lo anterior sin perjuicio de la tutela”.
El artículo 14 estatutario establece la prohibición de cualquier tipo de autorización administrativa previa entre el prestador del servicio y la entidad que cumpla la función de gestión de servicios, en los casos de la atención inicial de urgencias y en los demás que reglamentariamente determine el gobierno nacional. De igual manera, el gobierno nacional debe determinar los mecanismos idóneos para controlar el uso adecuado y racional de dichos servicios y tecnologías. En este último caso y con el fin de evitar que las decisiones gubernamentales se tomen bajo criterios de racionalidad económica en función del principio de progresividad y basados en percepciones poblacionales globales y no en la satisfacción de necesidades individualizadas para cada caso en concreto, los criterios centrales de las decisiones gubernamentales para controlar el uso adecuado y racional de tales servicios y tecnologías consisten en: a) garantizar el acceso a la salud como derecho fundamental en condiciones de universalidad e integralidad para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, a partir de lo contemplado en el artículo 8 del mismo proyecto de ley estatutaria en la forma que se solicitó su condicionalidad en el presente concepto; y, b) que la obligación del Sistema de Salud de agotar todas las posibilidades de tratamiento efectivo para la superación de la enfermedad incluye su obligación de agotar todas las posibilidades eficientes, eficaces y efectivas para los casos que requieren tratamientos paliativos o de sostén o de control de avance de las enfermedades que no tienen tratamientos efectivos para la superación de las mismas, términos en los cuales se solicitará que se declare ajustado al orden constitucional la norma objeto de revisión.
En relación con lo anteriormente analizado se percibe que,  con excepción de la atención inicial de urgencias, la competencia asignada al Gobierno Nacional de definir los mecanismos idóneos para controlar el uso adecuado y racional de los servicios y tecnologías en salud básicamente está encaminada a establecer un control racional del servicio de salud entre los diferentes niveles de atención, bajo el sistema de referencia y contra-referencia. Lo importante en la aplicación de estos controles es que no se conviertan en mecanismos para negar o dilatar el acceso a la salud, como al parecer viene sucediendo en la actualidad.  Por tanto, se solicitará la conformidad de esa medida con el orden superior también bajo el entendido que tanto la reglamentación y regulación gubernamentales, como la aplicación de los mecanismos idóneos para controlar el uso adecuado y racional de los servicios, tecnologías y tratamientos en los diferentes niveles de atención no deben convertirse en prácticas que hagan nugatorio o dilatorio el derecho fundamental de acceso integral al servicio de salud, so pena de las responsabilidades éticas, civiles, disciplinarias, fiscales y penales que se deriven de tales comportamientos contrarios al derecho fundamental establecido, garantizado y protegido estatutariamente.

Por las mismas razones anteriores y bajo las mismas condiciones se solicitará que se declare ajustado al orden fundacional lo correspondiente a la definición legal del régimen punitivo que se debe aplicar a los agentes del Sistema de Salud que por negar los servicios a todos y cada uno de los habitantes de Colombia que los requieran, vulneren el derecho fundamental a la salud en su condición de ser de aplicación inmediata bajo los criterios de universalidad e integralidad. Al respecto debe reiterarse que ya existen unas normas penales en materia de homicidios, lesiones personales y responsabilidad por no responder con acciones solidarias para proteger la vida y la integridad de las personas.
Por último, la norma analizada reafirma la independencia de la acción de tutela como mecanismo para proteger el derecho fundamental autónomo de acceso integral a la salud, lo cual va en consonancia con la naturaleza de dicho derecho.
3.2.2.4. Artículo 15
“Artículo 15. Prestaciones de salud. El Sistema garantizará el derecho fundamental a la salud a través de la prestación de servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción integral de la salud, que incluya su promoción, la prevención, la paliación, la atención de la e nfermedad y rehabilitación de sus secuelas. 

En todo caso, los recursos públicos asignados a la salud no podrán destinarse a financiar servicios y tecnologías en los que se advierta alguno de los siguientes criterios: 

a) Que tengan como finalidad principal un propósito cosmético o suntuario no relacionado con la recuperación o mantenimiento de la capacidad funcional o vital de las personas;

b) Que no exista evidencia científica sobre su seguridad y eficacia clínica;

c) Que no exista evidencia científica sobre su efectividad clínica;

d) Que su uso no haya sido autorizado por la autoridad competente;

e) Que se encuentren en fase de experimentación;

f) Que tengan que ser prestados en el exterior.

Los servicios o tecnologías que cumplan con esos criterios serán explícitamente excluidos por el Ministerio de Salud y Protección Social o la autoridad competente que determine la ley ordinaria, previo un procedimiento técnico-científico, de carácter público, colectivo, participativo y transparente. En cualquier caso, se deberá evaluar y considerar el criterio de expertos independientes de alto nivel, de las asociaciones profesiona les de la especialidad correspondiente y de los pacientes que serían potencialmente afectados con la decisión de exclusión. Las decisiones de exclusión no podrán resultar en el fraccionamiento de un servicio de salud previamente cubierto, y ser contrarias al principio de integralidad e interculturalidad. 

Para ampliar progresivamente los beneficios la ley ordinaria determinará un mecanismo técnico-científico, de carácter público, colectivo, participativo y transparente, para definir las prestaciones de salud cubiertas por el Sistema.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Salud y Protección Social tendrá hasta dos años para implementar lo señalado en el presente artículo. En este lapso el Ministerio podrá desarrollar el mecanismo técnico, participativo y transparente para excluir servicios o tecnologías de salud.

Parágrafo 2º. Sin perjuicio de las acciones de tutela presentadas para proteger directamente el derecho a la salud, la acción de tutela también procederá para garantizar, entre otros, el derecho a la salud contra las providencias proferidas para decidir sobre las demandas de nulidad y otras acciones contencioso administrativas”.
El artículo 15 estatutario reitera el espíritu del proyecto de ley analizado, al afirmar que “[e]l Sistema garantizará el derecho fundamental a la salud a través de la prestación de servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción integral de la salud, que incluya su promoción, la prevención, la paliación, la atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas”, lo cual debe entenderse en consonancia con lo establecido en los artículos 8 y 14 ibídem, en los términos como el Ministerio Público solicitó su constitucionalidad.

La norma contempla una serie de criterios restrictivos de carácter genérico para efectos de no destinarse los recursos públicos asignados a la salud a la prestación de servicios y la adquisición de tecnologías que tengan por finalidad principal un propósito cosmético o suntuario no relacionado con la recuperación o mantenimiento de la capacidad funcional o vital de las personas; o que no exista evidencia científica sobre su seguridad, eficacia o efectividad clínica; o que su uso no haya sido autorizado por la autoridad competente; o que se encuentren en fase de experimentación; o que tengan que ser prestados en el exterior. 
Esos criterios resultan contrarios al espíritu de la misma norma estatutaria cual es consagrar la salud como derecho fundamental de aplicación inmediata para ser garantizado en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia. En el caso que el servicio o tecnología tenga por finalidad principal un propósito cosmético o suntuario no relacionado con la recuperación o mantenimiento de la capacidad funcional o vital de las personas, esto por sí mismo excluye los servicios de salud que si bien aparentemente no están directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico, desde el punto de vista de la dignidad humana sí lo están, entre los que se pueden citar, de manera enunciativa, las cirugías reconstructivas como consecuencia de mastectomías por causas patógenas, especialmente cáncer de seno, las cirugías plásticas para corregir desfiguraciones por accidentes, el suministro de prótesis, etc.
Para los eventos en que no exista evidencia científica sobre la seguridad, eficacia o efectividad clínica del servicio o tecnología, esas son situaciones que las determina el médico tratante para cada caso concreto de acuerdo con su experiencia y bajo su responsabilidad, lo cual sucede con la medicina alopática y, con mayor razón, con las medicinas alternativas cuando la convencional no da resultados. Lo mismo puede decirse en relación con los servicios o tecnologías en fase de experimentación. Un ejemplo histórico emblemático en Colombia de esto último fue como se implantó el primer marcapasos a un ciudadano, inventado por el científico Jorge Reynolds, lo cual se hizo por sugerencia de su médico como única alternativa, advirtiéndole al paciente que era una tecnología que se estaba experimentando con animales en la Universidad Nacional de Colombia. Lo mismo aconteció inicialmente con la Válvula de Hakim para el tratamiento de la hidrocefalia normotensiva. 
De otra parte, en cuanto a que el uso de los servicios y tecnologías no hayan sido autorizados por la autoridad competente, esto se presta para crear filtros gubernamentales para impedir el ingreso de los mismos y, por esta vía, comprometer la garantía del derecho fundamental a la salud en forma universal e integral por falta de suministros. Otra cosa muy diferente a la autorización es el control en el empleo de los mismos y en cuanto a su existencia en el mercado en relación con la población a atender, pero es un asunto que se puede y se debe controlar sin que afecte la garantía del derecho fundamental en cuanto a la satisfacción universal e integral de las necesidades en salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
Y en cuanto a que los servicios tengan que ser prestados en el exterior, estas son circunstancias muy excepcionales que obligan al Sistema de Salud a avanzar en materia de oferta e investigación científica en Colombia, además de no ser suficiente argumento para desconocer o limitar el acceso a la salud como derecho fundamental, como en el caso de algunas enfermedades huérfanas como la osteogénesis imperfecta.
El anterior panorama de compromiso del derecho fundamental a la salud se agrava cuando la misma norma establece unos mecanismos de toma de decisiones con la participación, entre otros, de los pacientes que serían potencialmente afectados con las decisiones de exclusión, quienes no deciden al respecto y sólo se les tiene en cuenta su criterio, como uno más entre otros.
De otra parte, el legislador estatutario preserva en su integridad la acción de tutela para que se proteja el derecho a la salud en cada caso concreto, lo que incluye las exclusiones vistas, además de reiterar su procedencia contra las providencias proferidas para decidir sobre las demandas de nulidad y otras acciones contencioso administrativas que afecten o pongan en riesgo el derecho fundamental a la salud.
En lo que respecta a la ampliación progresiva de los beneficios que cubrirá el sistema de salud mediante definición de un mecanismo técnico científico de carácter público, colectivo y transparente que al respecto haga la ley ordinaria, esto resulta contrario a la esencia misma de la salud como derecho fundamental otorgado por la misma ley estatutaria, especialmente en lo que respecta a su ejecución o aplicación inmediata para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, sin que le sean oponibles la falta de desarrollo normativo para ser exigibles, la condición social o económica del solicitante, en lo que a financiación del sistema se refiere, o problemas de financiación del servicio, ante lo cual el Estado debe responder, también de manera inmediata, eficiente y eficaz, para protegerlos o satisfacerlos.
En fin, se trata de una medida contraria, en sí misma, a la concepción de derecho fundamental otorgado estatutariamente a la salud, amén de constituirse en un mecanismo sometido a toda clase de vicisitudes en cuanto a su tramitación como ley ordinaria y su aplicación práctica, que ponen en serias dudas y riesgos la intención del legislador estatutario.

Por tanto, se solicitará que se declare contrario al orden superior lo referente a las decisiones de exclusión en los términos regulados en el artículo 15 estatutario, incluidos sus parágrafos 1°, 3° y 4°, y lo referente a la ampliación progresiva de los beneficios en materia de salud mediante decisiones tomadas por leyes ordinarias.

3.2.2.5. Artículo 16
“Artículo 16. Procedimiento de resolución de conflictos por parte de los profesionales de la salud. Los conflictos o discrepancias en diagnósticos y/o alternativas terapéuticas generadas a partir de la atención, serán dirimidos por las juntas médicas de los prestadores de servicios de salud o por las juntas médicas de la red de prestadores de servicios de salud, utilizando criterios de razonabilidad científica, de acuerdo con el procedimiento que determine la ley”.
El artículo 16 establece que los conflictos o discrepancias en diagnósticos y/o alternativas terapéuticas generadas a partir de la atención, serán dirimidos por las juntas médicas de los prestadores de servicios de salud o por las juntas médicas de la red de prestadores de servicios de salud, utilizando criterios de razonabilidad científica, lo cual resulta apropiado para efectos de racionalizar los servicios de salud para, por esta vía, contribuir a la materialización del mismo como derecho fundamental. Sin embargo y para garantizar ese derecho fundamental, tales conflictos o discrepancias en diagnósticos y/o alternativas terapéuticas generadas a partir de la atención en salud deben ser resueltas en los tiempos más breves posibles (máximo 72 horas), especialmente de acuerdo con la urgencia de la decisión, y en función siempre de proteger la vida, la integridad o la dignidad del paciente, términos condicionados en los cuales se solicitará su constitucionalidad.
De igual manera, en la resolución de los conflictos o discrepancias en diagnósticos y/o alternativas terapéuticas generadas a partir de la atención debe tenerse en cuenta la manera como debe interpretarse el principio de oportunidad para garantizar el derecho fundamental a la salud contemplado en el artículo 6 del proyecto de ley estatutaria, en la forma como la presente Vista Fiscal de constitucionalidad solicitó su conformidad con el orden superior, entendiéndose que para los casos de emergencias y de enfermedades cuyo diagnóstico, tratamiento y controles postratamiento no se deben dilatar porque comprometen en forma grave o irreversible la vida o la integridad del paciente (v.gr. cáncer, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, cardiopatías severas, riesgos de accidentes cerebrovasculares, enfermedades siquiátricas severas –esquizofrenia paranoide, depresión-, hemofilias, etc.), el principio de oportunidad que garantiza el derecho fundamental a la salud implica que la autoridad directa e indiscutible previamente en sus decisiones es el médico remitente, el médico que hace el diagnóstico y el médico tratante, por lo que sus decisiones deben estar debidamente justificadas o motivadas y no pueden estar sometidas a ningún tipo de control administrativo o judicial previo ni de dilación en su cumplimiento, forma en la cual también se solicitará su constitucionalidad.
Por último, en lo que respecta a que quede sometida al procedimiento que determine la ley la resolución de los conflictos o discrepancias en diagnósticos y/o alternativas terapéuticas generadas a partir de la atención, esto tiene la potencialidad de vulnerar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en su concepción de aplicación inmediata en forma universal e integral, debido a las vicisitudes que el mismo conlleva en cuanto a su aprobación, contenido y aplicación para cada caso concreto, razón por la que se solicitará se declare su inconformidad con el orden superior.
3.2.3. Capítulo III. Profesionales y trabajadores de la salud
3.2.3.1. Artículo 17
“Artículo 17. Autonomía profesional. Se garantiza la autonomía de los profesionales de la salud para adoptar decisiones sobre el diagnóstico y tratamiento de los pacientes que tienen a su cargo. Esta autonomía será ejercida en el marco de esquemas de autorregulación, la ética, la racionalidad y la evidencia científica.

Se prohíbe todo constreñimiento, presión o restricción del ejercicio profesional que atente contra la autonomía de los profesionales de la salud, así como cualquier abuso en el ejercicio profesional que atente contra la seguridad del paciente.

La vulneración de esta disposición será sancionada por los tribunales u organismos profesionales competentes y por los organismos de inspección, vigilancia y control en el ámbito de sus competencias.

Parágrafo. Queda expresamente prohibida la promoción u otorgamiento de cualquier tipo de prebendas o dádivas a profesionales y trabajadores de la salud en el marco de su ejercicio laboral, sean estas en dinero o en especie por parte de proveedores; empresas farmacéuticas, productoras, distribuidoras o comercializadoras de medicamentos o de insumos, dispositivos y/o equipos médicos o similares”.
El artículo 17 se refiere a la garantía de la autonomía de los profesionales de la salud para adoptar decisiones sobre el diagnóstico y el tratamiento de los pacientes que tienen a su cargo, la que debe ser ejercida en el marco de esquemas de autorregulación, la ética y la racionalidad (economía de costos), para lo cual se prohíbe todo constreñimiento, presión o restricción al ejercicio de la profesión en contra de tal autonomía que les asiste a los profesionales de la salud. 
Queda expresamente prohibida la promoción u otorgamiento de cualquier tipo de prebendas o dádivas a los profesionales y trabajadores de la salud en el marco de su ejercicio laboral por parte de cualquier persona relacionada con los negocios de la salud, así como cualquier abuso en el ejercicio profesional que atente contra la seguridad del paciente. 
En este sentido, debe entenderse que a los profesionales y a los trabajadores de la salud les está prohibido aceptar o recibir cualquier tipo de prebendas o dádivas en el marco de su ejercicio laboral de parte de cualquier persona relacionada con los negocios de la salud, así como efectuar direccionamientos en los diagnósticos y tratamientos en función de los negocios de la salud y no de la protección del derecho fundamental a la salud y de la economía de todos y cada uno de los habitantes de Colombia, términos en los cuales se solicitará la conformidad de la autonomía profesional médica al orden superior.
En cuanto a la evidencia científica como criterio para el ejercicio de la autonomía profesional médica, como ya se advirtió al analizar el mismo asunto para restringir el acceso a servicios y tecnologías en salud en el artículo 15 estatutario, el mismo como criterio estándar de control de actuación profesional puede resultar restrictivo del derecho fundamental a la salud en su efecto de ejecución inmediata en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, ya que en muchos casos el asunto se basa en la experiencia del médico en relación con los tratamientos para cada caso y paciente en concreto y no de la estandarización de lo que puede considerarse evidencia científica, por lo que se solicitará la inconstitucionalidad de ese condicionante para el ejercicio de la autonomía profesional en el campo de la salud.
En lo referente al ejercicio de la autonomía profesional médica bajo esquemas de autorregulación, debe entenderse que dichos esquemas deben ser dictados, expedidos o formulados, no como restrictores o limitadores del acceso al servicio, sino en función de garantizar el derecho fundamental del acceso a la salud en términos de universalidad e integralidad para todos y cada uno de los habitantes de Colombia que lo requieran, termino también en el cual se solicitará la constitucionalidad de la autonomía profesional médica.
De igual manera, debe tenerse en cuenta que la autonomía médica va más allá de los asuntos puramente técnicos y de ejercicio profesional, en cuanto a que abarca la garantía del derecho fundamental al ejercicio de la libertad de conciencia por parte de todos los agentes del Sistema de Salud, lo que significa que no pueden ser molestados por razón de sus convicciones o creencias ni compelidos a revelarlas ni obligados a actuar contra su conciencia cuando de prestar el servicio de salud se trata, de acuerdo con lo establecido al respecto en el artículo 18 de la Carta Política. 
3.2.3.2. Artículo 18
“Artículo 18. Respeto a la dignidad de los profesionales y trabajadores de la salud. Los trabajadores, y en general el talento humano en salud, estarán amparados por condiciones laborales justas y dignas, con estabilidad y facilidades para incrementar sus conocimientos, de acuerdo con las necesidades institucionales”.

El artículo 18 ibídem establece como una obligación del Sistema amparar a sus trabajadores mediante condiciones laborales justas y dignas, con estabilidad y facilidades para incrementar sus conocimientos, de acuerdo con las necesidades institucionales, lo cual se ajusta plenamente al orden constitucional en función del derecho fundamental al trabajo en condiciones dignas y justas, lo que incluye la capacitación profesional y laboral, de acuerdo con lo establecido en el preámbulo y los artículos 1, 2, 25, 53 y 54 de la Constitución Política. 
3.2.4. Capítulo IV. Otras disposiciones
3.2.4.1. Artículo 19
“Artículo 19. Política para el manejo de la información en salud. Con el fin de alcanzar un manejo veraz, oportuno, pertinente y transparente de los diferentes tipos de datos generados por todos los actores, en sus diferentes niveles y su transformación en información para la toma de decisiones, se implementará una política que incluya un sistema único de información en salud, que integre los componentes demográficos, socioeconómicos, epidemiológicos, clínicos, administrativos y financieros.

Los agentes del Sistema deben suministrar la información que requiera el Ministerio de Salud y Protección Social, en los términos y condiciones que se determine”.
El artículo 19 estatutario busca implementar una política para el manejo de la información en salud encaminada a la dirección y gerencia del Sistema de Salud tomando como base la creación y alimentación de un sistema único de información, para lo cual todos los agentes deben suministrar la información que requiera el Ministerio de Salud, política legislativa que se ajusta  a los principios de publicidad, eficiencia y economía que rigen la función pública y contribuirá a materializar la garantía de la salud como derecho fundamental en la medida que el Estado y la sociedad podrán conocer los costos y los gastos reales en la cobertura y prestación del servicio. Al respecto debe tenerse en cuenta que uno de los problemas actuales es la asimetría y obsolescencia técnica de la  información que conoce y maneja el Estado como patrocinador del sistema, especialmente en materia de costos y necesidades.
3.2.4.2. Artículo 20
“Artículo 20. De la política pública en salud. El Gobierno Nacional deberá implementar una política social de Estado que permita la articulación intersectorial con el propósito de garantizar los componentes esenciales del derecho, afectando de manera positiva los determinantes sociales de la salud.

De igual manera dicha política social de Estado se deberá basar en la promoción de la salud, prevención de la enfermedad y su atención integral, oportuna y de calidad, al igual que rehabilitación”.
El artículo 20 estatutario establece la obligación del Estado de implementar una política pública social de articulación intersectorial para garantizar los componentes esenciales del derecho fundamental a la salud, basada en la promoción de la salud, prevención de la enfermedad y su atención integral, oportuna y de calidad, y la rehabilitación, lo cual está en consonancia con lo establecido en el artículo 9 ibídem en la forma condicionada que solicita el Ministerio Público se declare su conformidad con el orden superior.
3.2.4.3. Artículo 21
“Artículo 21. Divulgación de información sobre progresos científicos. El Estado deberá promover la divulgación de información sobre los principales avances en tecnologías costo-efectivas en el campo de la salud, así como el mejoramiento en las prácticas clínicas y las rutas críticas”.

El artículo 21 del proyecto de ley estatutaria establece la obligación del Estado de promover la divulgación sobre los principales avances en tecnologías costo-efectivas en el campo de la salud, así como acerca del mejoramiento de las prácticas clínicas y las rutas críticas. En este campo se espera que el Estado, por intermedio del sector salud, más allá de la labor de divulgación indicada, haga un trabajo constante para mantenerse a la vanguardia en información mundial sobre tecnologías, medios y métodos de diagnóstico y tratamientos en salud, incluyendo sus costos, eficiencia y efectividad, para poder dirigir, regular, actualizar y controlar el Sistema con el fin de garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, términos en los cuales se solicitará la conformidad con el orden superior de la obligación de divulgación de información estatal vista.
3.2.4.4. Artículo 22
“Artículo 22. Política de Innovación, Ciencia y Tecnología en Salud. El Estado deberá establecer una política de Innovación, Ciencia y Tecnológica en Salud, orientada a la investigación y generación de nuevos conocimientos en salud, la adquisición y producción de las tecnologías, equipos y herramientas necesarias para prestar un servicio de salud de alta calidad que permita el mejoramiento de la calidad de vida de la población”.

El artículo 22 estatutario le impone al Estado la obligación de establecer una política de innovación, ciencia y tecnología en salud, orientada a la investigación y generación de nuevos conocimientos en salud, la adquisición y producción de tecnologías, equipos y herramientas necesarias para prestar un servicio de alta calidad que permita el mejoramiento de la calidad de vida de la población, lo cual está en consonancia con lo expresado al analizar el artículo anterior. Sin embargo, más allá de simplemente mejorar la calidad de vida de la población, que resulta ser un objetivo relativo e inclusive de interpretación restrictiva frente al propósito del proyecto de ley estatutaria que se revisa, la política de innovación, ciencia y tecnología en salud a cargo del Estado debe estar encaminada a garantizar el derecho fundamental a la salud en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, términos en los cuales se solicitará su conformidad con el orden fundacional.
3.2.4.5. Artículo 23
“Artículo 23. Política Farmacéutica Nacional. El Gobierno Nacional establecerá una Política Farmacéutica Nacional, programática e integral en la que se identifiquen las estrategias, prioridades, mecanismos de financiación, adquisición, almacenamiento, producción, compra y distribución de los insumos, tecnologías y medicamentos, así como los mecanismos de regulación de precios de medicamentos. Esta política estará basada en criterios de necesidad, calidad, costo efectividad, suficiencia y oportunidad.

Con el objetivo de mantener la transparencia en la oferta de medicamentos necesarios para proteger el derecho fundamental a la salud, una vez por semestre la entidad responsable de la expedición del registro sanitario emitirá un informe de carácter público sobre los registros otorgados a nuevos medicamentos incluyendo la respectiva información terapéutica. Así mismo, remitirá un listado de los registros negados y un breve resumen de las razones que justificaron dicha determinación.

Parágrafo. El Gobierno Nacional, por intermedio del Ministerio de Salud y Protección Social, estará a cargo de regular los precios de los medicamentos a nivel nacional para los principios activos. Dichos precios se determinarán con base en comparaciones internacionales. En todo caso no podrán superar el precio internacional de referencia de acuerdo con la metodología que defina el Gobierno Nacional.

El precio se regulará los precios de los medicamentos hasta la salida del proveedor mayorista. El Gobierno Nacional deberá regular el margen de distribución y comercialización cuando este no refleje condiciones competitivas”.
El artículo 23 ibídem impone al Gobierno Nacional la obligación de establecer una política farmacéutica nacional integral basada en criterios de necesidad, calidad, suficiencia y oportunidad, la cual debe identificar los mecanismos de regulación de precios de medicamentos y las estrategias, prioridades, mecanismos de financiación, adquisición, almacenamiento, producción, compra y distribución de los insumos, tecnologías y medicamentos, lo que encuadra dentro de las funciones propias del Estado para garantizar el acceso a la salud como derecho fundamental universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
De igual manera, debe emitirse semestralmente un informe sobre los registros sanitarios otorgados a nuevos medicamentos, incluyendo su información terapéutica, con el fin de mantener la transparencia en la oferta de medicamentos para proteger el derecho fundamental a la salud. La regulación de los precios de los medicamentos queda a cargo del Gobierno Nacional por intermedio del Ministerio de Salud, que lo debe hacer con base en comparaciones internacionales.
En cuanto a que la política farmacéutica nacional deba ser establecida en forma programática, esto se constituye en una premisa que va en contra del espíritu de la norma estatutaria que se viene revisando, cual es el de garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, porque somete o condiciona el suministro de medicamentos por parte del Sistema a lo que progresivamente programe el Gobierno Nacional, lo cual se constituye en una barrera de acceso a la salud. Por tal razón, se solicitará se declare contrario al orden superior.
Lo mismo se solicitará en relación con el condicionamiento que la política farmacéutica en el criterio costo efectividad, porque éste se convierte en un restrictor o limitante del acceso a la salud como derecho fundamental para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, si se tiene que la efectividad clínica de los tratamientos y fármacos es un asunto que determina el médico tratante para cada caso concreto con base en sus estudios, observación y experiencia, y no en forma estandarizada y en serie, como ya se demostró al analizar el tema de prestaciones de salud en el artículo 15 ibídem.
También se solicitará que se declare contrario al orden superior lo correspondiente a la publicación semestral de los registros otorgados a nuevos medicamentos, en lo que se refiere sólo a los necesarios para proteger el derecho fundamental a la salud, por tratarse de un condicionante que permite excluir medicamentos que se requieren para garantizar en debida forma la protección de dicho derecho fundamental a todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, tal como se demostró al analizar lo correspondiente a la evidencia científica sobre la seguridad, eficacia y efectividad clínicas de los servicios de salud en el artículo 15 ibídem, por tratarse más de un asunto que debe determinar el médico tratante para cada caso concreto.
3.2.4.6. Artículo 24
“Artículo 24. Deber de garantizar la disponibilidad de servicios en zonas marginadas. El Estado deberá garantizar la disponibilidad de los servicios de salud para toda la población en el territorio nacional, en especial, en las zonas marginadas o de baja densidad poblacional. La extensión de la red pública hospitalaria no depende de la rentabilidad económica, sino de la rentabilidad social. En zonas dispersas, el Estado deberá adoptar medidas razonables y eficaces, progresivas y continuas, para garantizar opciones con el fin de que sus habitantes accedan oportunamente a los servicios de salud que requieran con necesidad”.

El artículo 24 estatutario consagra el deber de garantizar la disponibilidad de servicios en zonas marginadas o de baja densidad poblacional, lo cual responde al espíritu de la norma de garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, con excepción de la adopción de medidas progresivas en tal sentido, debido a que es un criterio contrario al espíritu y finalidad de la norma estatutaria; y del acceso de los habitantes de las zonas marginadas a los servicios de salud que requieran con necesidad, porque este un criterio excluyente de servicios como ya se ha analizado en otros apartes de este mismo escrito.
3.2.4.7. Artículo 25
“Artículo 25. Destinación e inembargabilidad de los recursos. Los recursos públicos que financian la salud son inembargables, tienen destinación específica y no podrán ser dirigidos a fines diferentes a los previstos constitucional y legalmente”.

El artículo 25 ibídem reitera el mandato constitucional que los recursos públicos que financian la salud son inembargables, tienen destinación específica y no pueden ser dirigidos para fines diferentes a los previstos constitucionalmente. En cuanto a los fines previstos legalmente en relación con la destinación de los recursos para la salud, se tiene que tales finalidades son constitucionales bajo el entendido que estos sólo pueden destinarse para invertirse en prestar el servicio de salud en función de garantizar el derecho fundamental pertinente para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral; lo cual se solicita así debido al grado de ambigüedad del concepto legal de gastos en salud que se puede manejar en el nivel de ley, como la experiencia judicial constitucional lo ha demostrado.
3.2.4.8. Artículo 26
“Artículo 26. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias”.

Por último, el artículo 26 del proyecto de ley estatutaria se refiere a las vigencias y derogatorias, lo cual no presenta ningún obstáculo de orden constitucional.
Finalizados los análisis de forma y fondo, en los anteriores términos se solicitará a la Corte declarar la inconstitucionalidad del presente proyecto de ley  estatutaria por vicios de procedimiento en su formación, pero ante la eventualidad que la Corporación Judicial decida continuar con el trámite de control automático de constitucionalidad se le solicitará que tenga en cuenta la forma en que han sido analizados de fondo por el Ministerio Público en la presente intervención todos los artículos del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara.
4. Conclusión.
De acuerdo con lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar INEXEQUIBLE el Proyecto de ley número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”, por haberse establecido que los principios de buena fe y publicidad resultaron vulnerados en forma inaceptable e inexcusable desde el punto de vista fundamental constitucional y legal orgánico en lo que tiene que ver con no haberse anunciado la votación del informe de conciliación del Proyecto de ley número 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, en la sesión plenaria del Senado de la República del 19 de junio de 2013 y el manejo probatorio que posteriormente se le intentó dar a dicha omisión procedimental legislativa.
Si a pesar de lo antes solicitado la Corporación Judicial decide continuar con el trámite de control automático del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, se le solicita proferir los siguientes pronunciamientos:
4.1.
Declarar EXEQUIBLES su título y sus artículo 1, 2 y 3, bajo el entendido que la salud, como derecho fundamental, pasará a ser de ejecución o aplicación inmediata para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, sin que le sean oponibles la falta de desarrollo normativo para ser exigibles, la condición social o económica del solicitante en lo que a financiación del sistema se refiere, o problemas de financiación del servicio, efecto vinculante que implica que todos los actores y agentes económicos del sistema quedan indiscutible e indubitablemente unidos a dicha concepción de derecho fundamental, debiendo responder de manera inmediata y sin limitación alguna a los requerimientos que en tal sentido hagan todos y cada un de los habitantes de Colombia, prestándoles todos los servicios y tratamientos que la atención de la enfermedad demande para cada caso en concreto. Por tanto, los costos sin justificación en que incurran los agentes no serán objeto de cubrimiento con los recursos del Sistema de Salud.
4.2.
Declarar EXEQUIBLE su artículo 4 bajo el entendido que la concepción de Sistema de Salud a cargo del Estado debe desarrollarse, aplicarse y controlarse en función de garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral con calidad.
4.3.
Declarar INEXEQUIBLE la expresión “y sobre la la forma como el Sistema avanza de manera razonable y progresiva en la garantía al derecho fundamental de salud” contenida en el literal h) del artículo 5 del Proyecto de ley estatutaria analizado, y EXEQUIBLE el resto de dicho artículo bajo los entendidos que: 
i) las obligaciones del Estado como responsable de respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud deben ser ejercidas en función de asegurar el acceso y la prestación del servicio que garantice el  derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral, sin limitación o exclusión alguna; y, 
ii) tales obligaciones estatales incluyen la de a tener, mantener al día y actualizar los catastros de lo existente y de lo que se necesita para garantizar el derecho fundamental a la salud, no sólo en camas, sino en equipos de diagnóstico, tratamientos, medicamentos, profesionales de la salud, ambulancias y demás, para efectos de saber con qué cuenta el país al respecto, cuáles son sus deficiencias, excesos  y necesidades y, sobre todo, los costos reales del sistema y la incidencia de su conocimiento, administración eficiente y control, con el fin de racionalizar los recursos que permitan materializar y mantener constantemente el acceso y la prestación del servicio que garantice el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
4.4.
Declarar INEXEQUIBLES los literales g) e i), y las expresiones “e interrelacionados” contenida en el primer inciso, “de manera intempestiva y arbitraria  por razones administrativas o económicas” contenida en el literal d), “con necesidad” contenidas en el literal e), “recursos” contenida en el literal k), y “sin privilegiar alguno de ellos sobre los demás” contenida en el parágrafo,  todos del artículo 6 de Proyecto de ley 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, y EXEQUIBLE el resto del artículo 6 bajo los entendidos que: 
i) la aceptabilidad como elemento esencial al derecho fundamental a la salud implica que las necesidades de salud relacionadas con el ciclo de vida comienzan desde la concepción misma y deben ser atendidas por parte de todos los agentes del sistema de salud con igual trato para la madre y el nasciturus para garantizar sus derechos fundamentales a la vida y a la salud; 
ii) los parámetros y principios contenidos en dicha norma deben ser interpretados y aplicados de manera armónica, en función de la garantía del derecho fundamental de acceso a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral;
iii) las acciones afirmativas que materializan el principio de equidad deben entenderse encaminadas a incluir en forma inmediata a las poblaciones y personas de especial protección en el contexto de garantía al acceso a la salud como derecho fundamental en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia;
iv) en cuanto al elemento referente a la calidad e idoneidad profesional, debe revisarse y actualizarse el catastro atinente a los profesionales especializados en las diferentes áreas de la salud, para evitar precisamente la negación del acceso a la salud como derecho fundamental por falta de personal especializado, y, en consecuencia, exigir a los aseguradores y prestadores el cubrimiento necesario en todas las áreas especializadas de la salud; 
v) se insiste en la profundización en investigación científica médica que mantenga al día al país en la materia, depure los procedimientos y tratamientos médicos, y permita construir soluciones que hagan más eficiente, eficaz y económica la prestación de la salud, y, por ende, más viable el derecho fundamental; y, 
vi) para los casos de emergencias y de enfermedades cuyo diagnóstico, tratamiento y controles postratamiento no se deben dilatar porque comprometen en forma grave o irreversible la vida o la integridad del paciente (v.gr. cáncer, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, cardiopatías severas, riesgos de accidentes cerebrovasculares, enfermedades siquiátricas severas –esquizofrenia paranoide, depresión-, hemofilias, etc.), el principio de oportunidad que garantiza el derecho fundamental a la salud implica que la autoridad directa e indiscutible previamente en sus decisiones es el médico remitente, el médico que hace el diagnóstico y el médico tratante, por lo que sus decisiones deben estar debidamente justificadas o motivadas y no pueden estar sometidas a ningún tipo de control administrativo o judicial previo ni de dilación en su cumplimiento.
4.5.
Declarar EXEQUIBLES sus artículos 7, 13, 18, 19, 20 y 26.

4.6.
Declarar EXEQUIBLE su artículo 8 bajo los entendidos que: 
i) los servicios de salud directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo, terapéutico o paliativo de la enfermedad cubre los relacionados con la protección de la dignidad humana como consecuencia de causas patógenas, traumáticas, iatrogénicas o derivadas del tratamiento médico; y, 
ii) existen gastos y servicios de carácter individual que no están directamente relacionados con el tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo o terapéutico pero que, desde los puntos de vista económico y por razones de dignidad humana, son necesarios para poder acceder al diagnóstico, tratamiento y el cumplimiento del objetivo preventivo, terapéutico o paliativo de enfermedades, que deben ser cubiertos por el Estado cuando por razones de incapacidad o debilidad económica manifiesta según sus contextos socioeconómicos de ingresos y gastos, no pueden ser cubiertos por los pacientes o usuarios del servicio.
4.7.
Declarar EXEQUIBLE su artículo 9, bajo los entendidos que: 
i) absolutamente todas las vacunas, tanto las actuales como las venideras, deben ser gratis para todos los habitantes de Colombia; 
ii) la exigencia del incremento de la educación sexual responsable y basada en valores en las aulas de la educación primaria, secundaria y de pregrado universitario, y más allá de las aulas a través del uso social obligatorio de las tecnologías de la información y comunicación; 
iii) una campaña constante del debido y apropiado lavado de manos utilizando agua y jabón, también mediante el uso social obligatorio de las tecnologías de la información y comunicación; 
iv) el incremento de las políticas en materia de salud pública para el control de la malaria o paludismo; y, 
v) la promoción masificada de la salud física y mental para controlar el estrés en todos los ámbitos de la sociedad.
4.8.
Declarar INEXEQUIBLE las expresiones “en las condiciones y términos consagrados en la ley” contenida en el literal e), y “razonables” contenida en el literal q) del aparte de los derechos de las personas relacionados con la prestación de los servicios de salud del artículo 10, y   EXEQUIBLE el resto de dicho artículo estatutario bajo los entendidos que:
i) la obligación del Sistema de Salud de agotar todas las posibilidades de tratamiento efectivo para la superación de la enfermedad incluye lo correspondiente a su obligación de agotar todas las posibilidades eficientes, eficaces y efectivas para los casos que requieren tratamientos paliativos o de sostén o de control de avance de las enfermedades que no tienen tratamientos efectivos para la superación de las mismas; 
ii) el incumplimiento de los deberes para con la salud como Institución por parte de todos los habitantes de Colombia no se constituye en ningún obstáculo para el acceso a la salud para todos y cada uno de ellos en forma universal e integral como derecho fundamental que les asiste sin limitación alguna; y, 
iii) las obligaciones contributivas solidarias a cargo de todas las personas que están destinadas a garantizar el acceso al derecho fundamental a la salud se satisfacen a partir de los aportes fiscales y parafiscales que al respecto determine el legislador y no con gastos individuales, patrimoniales o de bolsillo.
4.9.
Declarar INEXEQUIBLE la expresión “con necesidad”  contenida en el artículo 11 estatutario y EXEQUIBLE el resto del mismo bajo los entendidos que:

i) las acciones afirmativas en materia de garantía del acceso a la salud para todas poblaciones y personas residentes en Colombia que conforman o hacen parte de los sujetos de especial protección deben entenderse encaminadas a incluir en forma inmediata a tales poblaciones en el contexto de garantía al acceso a la salud como derecho fundamental en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia; y,
ii) para el caso de las mujeres en estado de embarazo, las necesidades de salud relacionadas con el ciclo de vida comienzan desde la concepción misma y deben ser atendidas por parte de todos los agentes del sistema de salud por igual para la madre y el nasciturus para garantizar sus derechos fundamentales a la vida y a la salud.

4.10.
Declarar INEXEQUIBLES los literales d), e) y f) del artículo 12 del Proyecto de ley estatutaria 209 de 2013 Senado, 267 de 2013 Cámara, y EXEQUIBLE el resto de dicha norma.
4.11.
Declarar EXEQUIBLE su artículo 14 bajo los entendidos que: 
i) los criterios centrales de las decisiones gubernamentales para controlar el uso adecuado y racional de tales servicios y tecnologías consisten en: 
a) garantizar el acceso a la salud como derecho fundamental en condiciones de universalidad e integralidad para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, a partir de lo contemplado en el artículo 8 del mismo proyecto de ley estatutaria en la forma que se solicitó su condicionalidad en el presente concepto; y, 
b) que la obligación del Sistema de Salud de agotar todas las posibilidades de tratamiento efectivo para la superación de la enfermedad incluye su obligación de agotar todas las posibilidades eficientes, eficaces y efectivas para los casos que requieren tratamientos paliativos o de sostén o de control de avance de las enfermedades que no tienen tratamientos efectivos para la superación de las mismas; 
ii) el criterio central de las decisiones para controlar el uso adecuado y racional de los servicios y tecnologías en salud es garantizar el acceso al servicio como derecho fundamental en condiciones de universalidad e integralidad para todos y cada uno de los habitantes de Colombia, por lo que tanto la reglamentación y regulación gubernamentales, como la aplicación de los mecanismos idóneos para controlar el uso adecuado y racional de los servicios, tecnologías y tratamientos en los diferentes niveles de atención no deben convertirse en prácticas que hagan nugatorio o dilatorio el derecho fundamental de acceso integral al servicio de salud; y, 
iii) la definición legal del régimen punitivo a aplicar a los agentes del Sistema de Salud que nieguen los servicios debe hacerse en función de garantizar siempre el acceso a la salud como derecho fundamental de aplicación inmediata en condiciones de universalidad e integralidad para todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
4.12.
Declarar EXEQUIBLES la expresión “Artículo 15. Prestaciones de salud. El Sistema garantizará el derecho fundamental a la salud a través de la prestación de servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción integral de la salud, que incluya su promoción, la prevención, la paliación, la atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas” y el parágrafo 2° del artículo 15 del proyecto de ley estatutario, e INEXEQUIBLE el resto del contenido normativo de ese artículo.
4.13.
Declarar INEXEQUIBLE la expresión “de acuerdo con el procedimiento que determine la ley” contenida en el artículo 16 estatutario, y EXEQUIBLE el resto de la misma norma, bajo los entendidos que: 
i) tales conflictos o discrepancias en diagnósticos y/o alternativas terapéuticas generadas a partir de la atención en salud deben ser resueltas en los tiempos más breves posibles (máximo 72 horas), especialmente de acuerdo con la urgencia de la decisión, y en función siempre de proteger la vida, la integridad o la dignidad del paciente como derechos fundamentales de aplicación inmediata; y, 
ii) para los casos de emergencias y de enfermedades cuyo diagnóstico, tratamiento y controles postratamiento no se deben dilatar porque comprometen en forma grave o irreversible la vida o la integridad del paciente (v.gr. cáncer, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, cardiopatías severas, riesgos de accidentes cerebrovasculares, enfermedades siquiátricas severas –esquizofrenia paranoide, depresión-, hemofilias, etc.), el principio de oportunidad que garantiza el derecho fundamental a la salud implica que la autoridad directa e indiscutible previamente en sus decisiones es el médico remitente, el médico que hace el diagnóstico y el médico tratante, por lo que sus decisiones deben estar debidamente justificadas o motivadas y no pueden estar sometidas a ningún tipo de control administrativo o judicial previo ni de dilación en su cumplimiento.
4.14.
Declarar INEXEQUIBLE la expresión “y la evidencia científica” contenida en el artículo 17 estatutario y EXEQUIBLE el resto de dicha norma bajo los entendidos que: 
i)los esquemas de autorregulación para el ejercicio de la autonomía profesional médica deben ser dictados, expedidos o formulados, no como restrictores o limitadores del acceso al servicio, sino en función de garantizar el derecho fundamental del acceso a la salud en términos de universalidad e integralidad para todos y cada uno de los habitantes de Colombia que lo requieran; 
ii) a los profesionales y a los trabajadores de la salud les está prohibido aceptar o recibir cualquier tipo de prebendas o dádivas en el marco de su ejercicio laboral de parte de cualquier persona relacionada con los negocios de la salud, así como efectuar direccionamientos en los diagnósticos y tratamientos en función de los negocios de la salud y no de la protección del derecho fundamental a la salud y de la economía de todos y cada uno de los habitantes de Colombia; y,
iii) Se garantiza el derecho fundamental al ejercicio de la libertad de conciencia por parte de todos los agentes del Sistema de Salud, lo que significa que no pueden ser molestados por razón de sus convicciones o creencias ni compelidos a revelarlas ni obligados a actuar contra su conciencia cuando de prestar el servicio de salud se trata.
4.15.
Declarar EXEQUIBLE su artículo 21, bajo el entendido que el Estado, a través del sector salud, debe hacer un trabajo constante para mantenerse a la vanguardia en información mundial sobre tecnologías, medios y métodos de diagnóstico y tratamientos en salud, incluyendo sus costos, eficiencia y efectividad, para poder dirigir, regular, actualizar y controlar el Sistema con el fin de garantizar el derecho fundamental a la salud para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral.
4.16.
Declarar EXEQUIBLE su artículo 22, bajo el entendido que la política en innovación, ciencia y tecnología en salud a cargo del Estado debe estar encaminada a garantizar el derecho fundamental a la salud en forma universal e integral para todos y cada uno de los habitantes de Colombia.
4.17.
Declarar INEXEQUIBLES las expresiones “programática”, “costo efectividad” y “necesarios” contenidas en el artículo 23 del proyecto de ley estatutaria y  EXEQUIBLE el resto de dicha noma.

4.18.
Declarar INEXEQUIBLES las expresiones “progresivas” y “con necesidad” contenidas en el artículo 24 del proyecto de ley estatutaria y  EXEQUIBLE el resto de dicha noma.

4.19.
Declarar EXEQUIBLE el artículo 25 de la norma estatutaria bajo el entendido que los fines para los cuales se destinan los recursos de la salud mediante leyes sólo pueden ser para invertirse en prestar el servicio de salud en función de garantizar el derecho fundamental pertinente para todos y cada uno de los habitantes de Colombia en forma universal e integral.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/JD Contreras B.
� A manera de ilustración, se trae a colación la nota periodística sobre la hepatitis, su gravedad y, sobre todo, la manera fácil y económica de prevenir la enfermedad, según lo publicado al respecto en � HYPERLINK "http://noticias.co.msn.com/colombia/la-hepatitis-una-grave-enfermedad-1,en" �http://noticias.co.msn.com/colombia/la-hepatitis-una-grave-enfermedad-1,en� los siguientes términos: “LA PREVENCIÓN ES LA CLAVE: Según el ministerio de Salud, Colombia se adhirió desde 2012 a la Alianza Mundial contra la Hepatitis, cuyos indicadores muestran que una de cada 12 personas es afectada por el virus y es considerada, por la Organización Mundial de la Salud como una de las cuatro enfermedades más prevalentes en el mundo.


Además, los expertos advierten que las campañas de culturización sobre el tema deben ser más directas a la población en el manejo de sus hábitos de higiene, así como una educación sexual responsable.


Por su parte, Martín Garzón, médico gastroenterólogo de la Fundación Cardio Infantil, aseguró que para prevenir la hepatitis A es importante recordar que está muy ligada con las pobres condiciones de higiene, por eso es vital que se maneje bien el agua, que el recurso sea potable y que se puedan mejorar en muchos casos las condiciones de pobreza de la población.


Según el especialista, las personas deben saber que las hepatitis A y B, tienen vacunas efectivas contra el virus. Sin embargo, recordó que contra la C aún se adelantan estudios.


Garzón indicó que en el caso de la hepatitis B, "la prevención tiene que ver con la educación en las personas sexualmente activas, el uso de preservativo, la práctica de relaciones sexuales responsables y evitar la promiscuidad".


Y agregó: "Para la hepatitis C, el cuidado en las transfusiones es esencial y la responsabilidad en el uso de jeringas o elementos compartidos es esencial"”.
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